Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 10 minutos.) 


-Con mucho gusto damos la bienvenida a la delegación de la Sociedad Interamericana de 
Prensa. 


Hemos analizado las exposiciones realizadas en la Cámara de Representantes, por lo que en 
esta oportunidad nos interesaría escuchar, por parte de nuestros invitados, un resumen de los 
conceptos fundamentales, agregados o modificaciones propuestas para este proyecto de ley. 


El tratamiento de este proyecto de ley es muy importante para el país y creemos que su 
debate debe ser lo más democrático posible, por lo que deseamos escuchar todas las opiniones. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quisiera saber si tenemos información sobre cuál será la integración de la 
Comisión en el día de hoy, más específicamente, si ha habido anuncios de falta o de llegadas tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Salvo el señor Senador Bordaberry, que ha pedido licencia, el resto de los 
señores Senadores teóricamente estarían en camino. 


SEÑOR PAOLILLO.- Muchas gracias, señor Presidente y señores Senadores, por haber tenido la 
gentileza de invitarnos nuevamente para hablar acerca de este proyecto de ley. Tal como lo expresara 
el señor Presidente, hemos concurrido a la Cámara de Representantes por este mismo tema y, 
además de hacer una exposición verbal, entregamos un documento escrito que lo pongo a disposición 
de los señores Senadores. 


El proyecto de ley no es el mismo que se debatió en la Cámara de Representantes porque 
ha sufrido modificaciones, algunas de las cuales fueron propuestas por nosotros. Mi nombre es Claudio 
Paolillo, soy Presidente de la Comisión de Libertad de Prensa e Información de la SIP y quien me 
acompaña, el doctor Washington Beltrán, es el Vicepresidente regional para Uruguay de la Comisión 
de Libertad de Prensa e Información de la SIP. 


Quisiera decir tres cosas antes de entrar en algunas consideraciones sobre el proyecto de 
ley. En primer lugar, en la SIP -como muchas organizaciones de promoción de la libertad de expresión- 
consideramos que Uruguay tiene plena libertad de expresión y libertad de prensa, y ocupa sitios de 
privilegio en todos aquellos lugares u organizaciones que miden los índices de respeto por la libertad 
de expresión en el mundo y en la región. A modo de ejemplo, en el índice del año pasado de 
Reporteros sin Fronteras para 179 países, Uruguay se encuentra en el puesto 27. En las Américas está 
solamente por debajo de Costa Rica y Canadá, pero está por encima de Estados Unidos, por ejemplo. 
Ni que hablar con respecto a otros. Freedom House, que no tiene nada que ver con Reaperturas y 
Fronteras, lo ubica en el lugar 47" entre 197 países. Me refiero a los países libres, porque hay países 
no libres, países parcialmente libres y países libres. 


El doctor Beltrán es quien da los informes de Uruguay en la SIP, y puedo dar fe de que cada 
vez que me dice que tiene que hacer el informe, le da vergúenza, porque no sabe qué decir, teniendo 
en cuenta que en las reuniones de la SIP se presentan informes país por país y algunos de ellos 
presentan informes con muchos problemas. Por suerte, en Uruguay apenas da para llenar una carilla, 
si es que se llena. 


La segunda consideración que queremos hacer es que, como ya dijimos en la Cámara de 
Representantes, la Sociedad Interamericana de Prensa está contra los monopolios u oligopolios en 
materia de medios de comunicación. En tal sentido, estamos plenamente de acuerdo con lo que 
establece el artículo 12 de la Declaración de Principios y Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, que dice precisamente eso, que los monopolios u oligopolios, 


públicos o privados, en materia de medios de comunicación, son nocivos y negativos para la libertad de 
expresión del pensamiento y para la libertad de prensa. 


En tercer lugar, este proyecto de ley -que ya venía así, y continúa de la misma manera desde 
la Cámara de Representantes- no es comparable -como se ha dicho en algún momento- con las leyes 
que rigen hoy en Ecuador, Venezuela, Nicaragua, Bolivia, Argentina, ni al sistema que existe en Cuba. 
No es comparable, porque tiene garantías muy fuertes para el ejercicio de la libertad de prensa, tanto 
en el artículo 22 como en el 8%, el 14, el 15, el 16, el 22 y el 95. Hay allí una serie de disposiciones 
garantistas para el ejercicio de la libertad de expresión y de la libertad de prensa en el país, que no 
tienen ninguna de las leyes de los países que mencioné anteriormente. 


Dicho esto, voy a hacer algunas preguntas, por ejemplo, sobre el artículo 1%, que establece: 
«Esta ley tiene por objeto establecer la regulación de la prestación de servicios de radio, televisión y 
otros servicios de comunicación audiovisual». La pregunta concreta es: ¿qué otros servicios de 
comunicación audiovisual? Porque todo lo que se hace ahora por Internet es un servicio de 
comunicación audiovisual. ¿Eso también quedaría regulado? Aparentemente, no quedaría regulado por 
lo que se dice en el literal A) de este mismo artículo. Sin embargo, esta redacción se puede prestar a 
confusiones si no se especifica qué es, exactamente, lo que la ley se propone regular. Más aún si se 
tiene en cuenta la definición de medios de comunicación que establece el artículo 3%, se vuelve un 
poco inexplicable la diferenciación que se hace entre radios y estaciones de televisión tradicionales, es 
decir, las que están establecidas hoy, e Internet. El artículo 3* dice: «Medios de comunicación: son los 
mecanismos o instrumentos aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y 
periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público». No se descubre nada si se advierte que 
Youtube, Instagram, Twitter, Facebook -solo por mencionar cuatro plataformas digitales- son 
exactamente eso que acabo de leer. Entonces, se trata más bien de una pregunta. 


Por otro lado, tengo algunas observaciones que formular, que pueden generar al futuro 
regulador dudas muy fuertes a la hora de aplicarlas, sobre todo en materia casuística. Asimismo, en el 
artículo 3% también se promueve la música nacional y se define qué es. Se dice: «Música nacional: es 
aquella en la que el compositor, el autor de la letra o su intérprete son personas de nacionalidad 
uruguaya (natural o legal) independientemente del lugar en que la misma haya sido grabada o el origen 
de su producción fonográfica». Puede sonar gracioso pero, ¿dónde quedaría Gardel, cuya nacionalidad 
está en disputa? ¿Entra en la categorización de música nacional o sería considerado como músico o 
cantante extranjero? No olvidemos que después vienen las cuotas y los porcentajes. ¿Qué pasaría con 
el tango en general, recordando que una parte del mundo dice que es de origen argentino? ¿Entrarían 
en la categoría de música nacional solamente los tangos uruguayos? ¿Y la letra y la música tienen que 
haber sido escrita por uruguayos, o basta con que una de las dos cosas haya sido compuesta por 
uruguayos? ¿Y qué pasaría, por ejemplo, con The Beatles Forever Band? Esta es una banda formada 
por cuatro músicos y cantantes uruguayos que se dedica a reproducir lo más exactamente posible la 
música de The Beatles. Son uruguayos pero tocan y cantan cien por ciento de música extranjera, si es 
que todavía se le puede llamar extranjera a la música de The Beatles. Supongamos que viniera Bono 
con U2, la banda que él lidera, y grabara su música con su grupo, pero utilizara técnicos y logística 
uruguaya. ¿Eso sería música extranjera o, como incorpora mano de obra nacional, se podría 
considerar dentro del espacio de porcentaje de música nacional? Mucho más se podría decir a este 
respecto. Creo que el concepto de música nacional y, sobre todo, el hecho de haberlo colocado con 
porcentaje de pantalla y de espacio en las radios es un tanto anticuado, teniendo en cuenta lo 
conectado y globalizado que está el mundo; quizás sea un poco arcaico hablar de música nacional. 


Después, en el mismo artículo se define el Servicio de comunicación audiovisual de la 
siguiente forma: «es un servicio que proporciona una oferta estable y permanente de señales de radio 
o televisión. Comprende, por tanto, una o más programaciones, con su respectivo formato, cada una 
de ellas entendida como la planificación y organización, en forma coherente, de una serie de 
programas de radio o televisión». Un diario, un semanario o un sitio on line, de acuerdo con esta 
definición, pueden ser un servicio de comunicación audiovisual. Hoy, con la tecnología disponible, los 
diarios, los semanarios, las revistas o los servicios cien por ciento on line ya están proporcionando 
ofertas estables y permanentes de radio y televisión, a la vez que planifican y organizan en forma 
coherente programas de radio y televisión. Entonces, ¿qué justifica regular a unos y no a otros? No 
estoy proponiendo regular a todos, pero me pregunto por qué esa diferencia. Es imposible hacerlo con 
los otros, con los que van por Internet. Reitero, ¿qué explicación hay para que unos sean estrictamente 


regulados por el Estado y los otros cien por ciento libres? Hoy en día, en nuestro país -al igual que en 
todo el mundo- los diarios ya emiten videos y audios. ¿Eso también sería regulado por parte del 
Estado? De acuerdo con el texto del proyecto de ley, no. ¿Por qué no, si están haciendo lo mismo y a 
veces de mejor forma que la televisión y radio tradicionales? Si la respuesta fuera «Habría que 
regularlos; se nos pasó», se estaría regulando la prensa, lo que va contra la libertad de prensa y de 
expresión. Aquí se entiende por qué hace unos meses el Presidente Mujica declaró públicamente que 
este proyecto de ley iba a quedar, en poco tiempo, como un esperpento. Según la Real Academia 
Española, la definición de esperpento es: «Hecho grotesco o desatinado. Persona o cosa notable por 
su fealdad, desaliño o mala traza». 


En cuanto a la definición de televisión se establece: «es la trasmisión a distancia de 
programas de video con los sonidos asociados». En tal caso, toda Internet es televisión. 


Otro punto que me genera una interrogante es la referida a la declaración de interés público 
de los servicios de radio y televisión establecidos en el artículo 6”. Se dice que constituyen uno de los 
principales medios de información social, que permiten el ejercicio del derecho a comunicar, etcétera. 
¿Por qué no se declara de interés público, también, a Internet? ¿No son todas las plataformas on line 
principalísimos medios de información social que permiten, mucho más que la televisión y que las 
radios tradicionales, el ejercicio del derecho a comunicar, recibir información, etcétera? Los autores del 
proyecto de ley no quieren regular Internet, entre otras cosas, porque es casi imposible hacerlo 
¿Entonces? 


El artículo 7% dice que las radios y los canales de televisión tradicionales tienen que 
propender a una serie de cosas, entre las que encontramos: «Garantía del derecho de las personas a 
acceder a una pluralidad de informaciones y opiniones». Me parece que aquí hay un problema de 
terminología. ¿Cómo se garantiza esto? Se puede propender a que las personas accedan a una 
pluralidad de informaciones y opiniones, pero ningún ser humano puede garantizar que eso ocurra. 
Habrá tantas interpretaciones de que ese acceso está realmente garantizado como personas existan. 
Por otro lado, lo dispuesto en el literal E) nos resulta harto discutible. Me refiero a: «Difusión y 
promoción de la identidad nacional, así como del pluralismo y diversidad cultural de Uruguay». ¿Por 
qué habría que promover la identidad nacional? ¿Qué se entiende por identidad nacional? ¿Qué 
hacemos con Artigas? ¿Qué hacemos con quienes sostienen que nunca concibió un país y dan 
argumentos que, al menos, merecen consideración? ¿Por qué no se podría criticar y atacar, en vez de 
promover, cualquier interpretación de la identidad nacional? 


¿Por qué no promover, por ejemplo, la solidaridad, la cooperación internacional y la condición de 
ciudadanos del mundo de todos los habitantes del planeta, incluidos los uruguayos, en lugar de 
exacerbar su patriotismo? ¿Quién va a interpretar cuál es la correcta identidad nacional a ser 
promovida? Por ejemplo, una persona nacida en Uruguay puede creer necesario difundir y promover el 
folclore nacional, el mate, las tortas fritas y las gauchadas como aspectos que forman parte de «lo 
uruguayo». Sin embargo, otra persona, también nacida en el Uruguay, puede creer necesario difundir y 
promover una fuerte crítica a todo eso que aquella persona considera «lo uruguayo» por entender que 
es lo que hunde al Uruguay. ¿Los legisladores le van a dar al Estado la potestad de dictaminar quién 
es patriota o defensor de la identidad nacional y quién no lo es? ¿Quiénes son el Estado y sus 
administradores -cualquiera sea el partido de gobierno de turno- para expedir patentes de defensores 
de la identidad nacional? No olviden los señores Senadores que la dictadura militar uruguaya solía 
exaltar su concepto de Patria e identidad nacional casi como un leitmotiv de su propia existencia. 


Me atrevo a sugerir a los señores Senadores que reflexionen sobre ese aspecto, ya que 
puede ser retrógrado y nada progresista. 


SEÑOR BELTRÁN.- Inclusive, en el informe presentado en la Cámara de Representantes se citó el 
ejemplo de la polémica que originó la canción «El día que Artigas se emborrachó» del Cuarteto de Nos. 
Esto afecta lo que se puede considerar identidad nacional, ya que Artigas es lo más grande que hemos 
tenido. 


SEÑOR PAOLILLO.- La Presidenta argentina está diciendo que Artigas era argentino y, de hecho, él 
no quería que Uruguay fuera un país independiente. Pero no vamos a ingresar en ese tema porque no 


viene al caso. 


A nuestro juicio, el artículo 13 del proyecto de ley contiene otra expresión que pone al 
regulador en aprietos. Concretamente dice: «El Estado debe promover el desarrollo de capacidades de 
las industrias nacionales de contenidos audiovisuales y aplicaciones, fomentando la identidad cultural 
del país». ¿Qué es la identidad cultural del país? ¿Será la que define el gobierno de turno? Por 
ejemplo, hay muchos uruguayos que creen que parte de la actual identidad cultural del país es el estilo 
del gobierno del Presidente Mujica: su modo austero de vivir y su forma de hablar y de vestir. Pero hay 
otros uruguayos que creen que todo eso es contrario a la identidad cultural del país. Ambas creencias 
son igualmente legítimas. Los ejemplos sobre el concepto de identidad cultural del país se pueden 
multiplicar ya que para cada persona es diferente. Entonces, ¿cómo hará el Estado para fomentar la 
identidad cultural del país a través de la radio y la televisión si hay tantas y tan diversas 
interpretaciones sobre lo que es? ¿El Estado va a imponer a los canales de televisión y a las radios 
establecidas su propia concepción de identidad cultural? Si ello fuera así -no digo que vaya a serlo, 
pero puede dar lugar a esa interpretación- se estaría atacando la libertad de expresión y la libertad de 
prensa. Digo eso porque la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, en el numeral 5., dice: «la imposición arbitraria de información 
y la creación de obstáculos al libre flujo informativo, violan el derecho a la libertad de expresión». Ese 
es otro aspecto que, a nuestro juicio, merecería una reflexión. 


Por otro lado, el artículo 17, que refiere a la libertad editorial de los medios regulados, dice: 
«Los titulares de servicios de comunicación audiovisual tienen derecho a la libertad editorial, lo cual 
incluye la determinación y libre selección de contenidos, producción y emisión de la programación, de 
conformidad con los principios y finalidades reconocidos en esta ley». Dicho artículo puede dar lugar 
también a largas discusiones y, eventualmente, a abusos de poder porque se establece la libertad para 
que las radios y los canales de televisión tradicionales determinen libremente lo que quieren difundir 
pero siempre y cuando se esté de acuerdo con los principios y las finalidades de la ley. Quiere decir 
que la libertad está acotada por lo que el Estado decida a través de este proyecto de ley, pero eso se 
contradice con los artículos garantistas que mencioné anteriormente, en cuanto a que son libres y el 
Estado no tiene capacidad de injerencia en los contenidos o no son libres y el Estado sí puede imponer 
su punto de vista. Por eso cualquier víctima de una sanción estatal por no cumplir con lo que el Estado 
define como principio y finalidad de esta ley puede acudir a otros artículos de esta misma ley para 
ejercer su defensa. Es extraño que con una misma ley uno pueda ser atacado y a la vez defendido. 


Por otra parte, hay aspectos que tienen que ver con la práctica. Por ejemplo, el artículo 25 
dice: «Declárase de interés general la promoción de los derechos culturales de todos los habitantes de 
la República» «muy especialmente a través de los servicios de comunicación audiovisual». A nosotros 
no nos queda claro qué deberían hacer las radios y los canales de televisión tradicionales para cumplir 
con este artículo, a los efectos de promover los derechos culturales de todos los habitantes de la 
República, de los 3:300.000 ciudadanos. ¿Cómo se implementa eso? ¿Cómo haría una radio o un 
canal de televisión tradicional para conformar a más de 3:000.000 de personas que reclaman por sus 
derechos culturales? ¿Qué pasa si la línea editorial del emisor -que en otro pasaje de este proyecto se 
declara libre- contradice lo que un ciudadano considera son sus derechos culturales? Si quiere 
hacerlos efectivos al amparo de esta ley, ¿quedaría obligado el emisor a difundir un contenido que 
violenta su línea editorial y su conciencia? ¿Quién decidiría en ese caso? Y sobre todo, ¿quién 
determinaría lo que el ciudadano tendría derecho a difundir en una radio o en un canal de televisión 
tradicional porque lo considera su derecho cultural? Aquí se podría abrir la puerta para todo tipo de 
arbitrariedades, imposiciones, litigios y situaciones absurdas. ¿Se imaginan el canal digital del Pit-Cnt - 
que ya fue concedido por el Poder Ejecutivo- cediendo su pantalla ante la solicitud de uno o más 
ciudadanos que crean que su derecho cultural es difundir música o literatura procapitalista, neoliberal o 
incluso antisindical elaborada por esas personas? ¿No tendría el canal del Pit-Cnt derecho a negarse a 
difundir esos contenidos? 


El artículo 28 habla del derecho a la no discriminación y prohíbe la difusión de contenidos 
que inciten o hagan apología de la discriminación y el odio nacional, racial o religioso. Nosotros 
creemos que hay que tener cuidado con el empleo de las palabras. Está claro que ningún medio de 
comunicación debería hacer apología del odio ni de la violencia, ni de la discriminación, etcétera; en 
cambio el verbo incitar puede dar lugar a decisiones arbitrarias del regulador toda vez que quede 
habilitado a interpretar que una información u opinión determinada pudo mover o estimular a alguien 


para que ejecutara algo. Eso es incitar. Esta posición tiene que ser taxativa, es decir, debe quedar cien 
por ciento clara para todos los actores y no librada a la interpretación de los reguladores la definición 
de qué es lo que concretamente no se podría hacer o sería ilegal, particularmente cuando se habla de 
discriminación, porque delinear qué es discriminatorio y qué no lo es, es extremadamente difícil. Por 
ejemplo, muchas personas que profesan la fe católica y muchísimos jerarcas de la iglesia católica 
sostienen públicamente que el aborto es un crimen y que las personas que abortan y quienes las 
defienden son asesinos. Incluso, públicamente han dicho que la ley que despenalizó el aborto provoca 
una suerte de genocidio. Entonces, ¿sería considerado discriminatorio contra los que están a favor de 
despenalizar el aborto que los medios regulados por esta ley difundan la homilía del Papa en la que 
dijera que el aborto es un crimen, como dicen los Papas? Las vaguedades en este tema favorecen la 
posibilidad de que se produzcan arbitrariedades aun cuando quienes las cometan actúen con la más 
noble de las finalidades. 


Para no extenderme más quiero señalar que voy a dejar una copia de lo que estoy 
manifestando. El artículo 32, que refiere al horario de protección al menor desde la hora 6 a la hora 22, 
también lo discutimos en la Cámara de Representantes. En ese horario todos los programas tienen que 
ser aptos para todo público y se prohíben las imágenes con violencia excesiva, la truculencia, la 
apología, la incitación de la violencia, la pornografía, la exhibición de consumo explícito y abusivo de 
drogas legales e ilegales, etcétera. 


Si se aprueba este proyecto de ley, en las próximas semanas, meses y años habrá mucha 
censura y autocensura en los medios regulados porque la información y las concomitantes imágenes 
sobre la nueva legalización de la marihuana, impulsada por este mismo gobierno que promueve esta 
ley, no van a poder ser difundidas porque se prohíbe la exhibición de consumo explícito y abusivo de 
drogas legales e ilegales. Pero, ¿cómo vamos a informar? 


Por otra parte, el artículo 32 establece: «En programas informativos, cuando se trate de 
situaciones de notorio interés público, excepcionalmente» -recalco la palabra «excepcionalmente»- 
«podrán incluirse imágenes de violencia excesiva como las definidas en el literal A) de este artículo, 
incluyendo avisos explícitos para prevenir la exposición del público infantil a las mismas». 


Este párrafo plantea una atenuante, pero solo refiere a imágenes de violencia, quedando 
firmes todas las demás prohibiciones. A este respecto, es bueno recordar la realidad de las cosas: las 
guerras son la primera noticia y, la segunda, los accidentes aéreos, con todo lo que implican de pánico, 
horror, efectos residuales, etcétera. Son más noticia que ninguna otra por decisión de la gente, en el 
Uruguay y en todas partes del mundo, y sobre eso solo se podrá informar después de las diez de la 
noche. 


Si hablamos de truculencia, ¿qué otra cosa son sino truculentos casi todos los cuentos 
infantiles con los que nos criamos todos nosotros? Por ejemplo, ¿hay algo más cruel y discriminatorio 
que «La Cenicienta» o «El patito feo»? ¿Qué hacemos con los desalmados padres de «Pulgarcito» que 
lo llevaron a él y a todos sus hermanos al bosque donde estaba el ogro? ¿Y qué decir de «Hansel y 
Gretel», del pobre «Bambi» o de la truculencia de «Caperucita Roja»? 


En otras palabras: ¿quedaría prohibida en la televisión y en las redes uruguayas la difusión 
de estos cuentos infantiles? En el caso de que quedara prohibida -estoy razonando por el absurdo- 
¿alguien que esté en su sano juicio, que eso bastaría para que los niños no los conocieran? Igual los 
van a conocer. ¿No habría que dejar algo de responsabilidad y la obligación de cumplir con su deber a 
los padres, que son los primeros educadores de sus hijos? ¿Hasta dónde va a intervenir el Estado en 
lo que es un derecho de los padres? 


En el artículo 33, que está relacionado con la publicidad dirigida a niños, niñas y 
adolescentes, se establece: «No debe incitar directamente a los niños, niñas y adolescentes a la 
compra o arrendamiento de productos o servicios aprovechando su inexperiencia o credulidad, ni 
incluir cualquier forma de publicidad engañosa». Aquí los redactores del proyecto de ley parecen caer 
en la cuenta de la potencial vaguedad del verbo «incitar» -como dije anteriormente- y agregan 
«directamente», como para que quede claro que una cosa es simplemente incitar y, otra, incitar 
directamente. 


¿Por qué no se siguió el mismo parámetro en los artículos anteriores, donde este verbo no 
estaba acompañado de los vocablos «directamente» o «explícitamente»? 


De todas maneras, no está claro si cierto tipo de publicidad quedaría prohibida o no con este 
artículo. Por ejemplo, recientemente todos vimos que el Banco de la República promovió, mediante 
avisos publicitarios en la televisión tradicional, el ahorro de los adolescentes mediante una tarjeta que 
emitía para que ahorraran y la usaran. ¿Eso sería considerado un aprovechamiento de la inexperiencia 
o credulidad de los menores de edad? Personalmente creo que no. 


Más adelante, en otro literal de esa misma disposición, se determina que la publicidad «No 
puede ser presentada de una manera que se aproveche de la lealtad de niños, niñas y adolescentes, o 
de su confianza». Esto, redactado así, es de una vaguedad total y, por lo tanto, es pasible de ser 
interpretado por el regulador de la manera que se le antoje. 


Los señores Senadores pueden apreciar que no hablamos a favor de los monopolios ni en 
contra de todo el articulado del proyecto de ley que refiere a cómo se adjudican o se dejan de adjudicar 
las ondas del espectro radioeléctrico. Nos parece estupendo que se abra la cancha, que todo sea 
transparente. Nosotros estamos aquí solamente porque fuimos invitados y porque la iniciativa, además 
de regular aquello en lo que el Estado legítimamente tiene que intervenir en relación con las ondas 
públicas del espectro radioeléctrico, incluyó artículos que refieren al contenido y cuando eso sucede 
existe la posibilidad de que se cometan violaciones a la libertad de expresión. 


Por otra parte, en el artículo 47 se establecen limitaciones del 25 % y del 35 % para 
suscribirse a canales de televisión para abonados a nivel nacional, y esto es incompatible con el 
derecho de los ciudadanos de elegir libremente lo que quieren ver en la televisión. Si, por ejemplo, un 
50% de la población a nivel nacional decide libremente que le gustaría ser abonado del canal x, solo la 
mitad de esa gente podrá satisfacer esa preferencia y a la otra mitad el Estado le va a prohibir hacer lo 
que libremente decidió. Eso supone una discriminación en cuanto al derecho del pueblo a decidir lo 
que le conviene por sí y ante sí. 


En cuanto al artículo 58, que el Gobierno tiene el propósito de cambiar, refiere a las 
atribuciones de la Ursec en materia de Servicios de Comunicación Audiovisual. No voy a abundar en 
las tareas que se le encomiendan a la Ursec, pero simplemente quiero decir que a este órgano, que 
depende en un cien por ciento del Poder Ejecutivo porque sus integrantes son designados 
directamente por el Presidente de la República, se le atribuye el control de la aplicación de la ley, 
incluyendo el control de los contenidos que se difunden. Si llegara a aprobarse este artículo -lo que no 
va a suceder porque ya se anunció que se va a modificar- configuraría un ataque directo a la libertad 
de expresión, porque un eventual organismo de esta naturaleza debe mantener completa 
independencia del poder político, comercial y empresarial. Llegado a este punto, es bueno recordar 
que la Relatoría Especial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, junto con 
las Relatorías de la ONU y de la Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa emitieron 
una declaración conjunta en el año 2001 diciendo que «Las entidades y órganos gubernamentales que 
regulan la radiodifusión deben estar constituidos de manera de estar protegidos contra las injerencias 
políticas y comerciales». Si eso cambiara, estaríamos hablando de otra historia, pero eso se verá más 
adelante. 


Por su parte, el artículo 119 expresa: «El contenido de las señales de radio y de televisión 
establecidas en Uruguay deberá respetar los principios y valores constitucionales y regirse por lo 
dispuesto en la presente ley y en las demás que le sean aplicables, en particular en lo relativo a la 
publicidad, protección de consumidores y usuarios, derecho al honor, a la intimidad y derecho de 
rectificación, así como por los convenios internacionales suscritos por Uruguay en estas materias». 
Esta redacción es lo suficientemente vaga como para dejar al regulador un campo de acción 
demasiado amplio por el que podrá considerar, a su particular arbitrio, si el contenido respetó los 
principios y valores constitucionales. Además, ¿qué pasa si un difusor -esto es, alguien en una radio o 
en otro medio- decide atacar los principios y valores constitucionales vigentes por considerarlos 
obsoletos, incorrectos, negativos y quiere promover su sustitución por otros principios y valores 
constitucionales? Con esta norma, ¿no sería posible decir que hay que reformar tal artículo de la 
Constitución, o sea, atacarla en cierta forma? ¿Qué haría el Estado? ¿Privilegiaría el derecho del 


difusor a expresarse libremente, incluso contra disposiciones de la Constitución, o diría que no se 
puede hablar en contra de ésta? Luego, el regulador debería definir si el difusor protegió a los 
consumidores usuarios, si respetó el derecho al honor y a la intimidad de alguien que haya sido sujeto 
de informaciones u opiniones. Como ustedes saben, muchos jerarcas o exjerarcas públicos, cuando 
se difunde una información o una opinión que los deja más o menos mal parados, suelen afirmar que 
están siendo atacados en su derecho al honor y en su derecho a la intimidad. Entonces, pregunto: 
¿cabría la posibilidad de que un difusor comprendido en este proyecto de ley pudiera ser sancionado 
por el Estado por alguna de estas razones? 


En cuanto al artículo 124, que refiere a la distribución de la publicidad electoral, quiero decir 
que si bien entendemos la lógica que se utiliza no creemos que sea justa. Dicha norma establece: «En 
los casos de elecciones nacionales y elecciones legislativas complementarias, los espacios gratuitos 
serán distribuidos entre los lemas en función de los votos obtenidos por cada uno de ellos en las 
inmediatamente anteriores elecciones nacionales». Esto asegura siempre al partido de Gobierno, 
cualquiera sea -ahora está el Frente Amplio, pero mañana pueden estar los blancos y pasado los 
colorados- más publicidad gratuita que sus competidores. Además, más adelante expresa que si se 
forma un nuevo partido político sólo va a tener acceso al porcentaje de publicidad que corresponda al 
partido menos votado en la anterior elección. Quiere decir que se condena al pobre partido que quiere 
nacer, y eso nos parece que acarrearía injusticias impropias de una competencia electoral noble y 
justa. 


Por otro lado, hay todo un capítulo referido a los medios de comunicación públicos y, en ese 
sentido, el segundo párrafo del artículo 130 dice: «Dichos servicios, por sus cometidos, tendrán 
preferencia sobre los particulares en cuanto a la asignación de canales radioeléctricos, ubicación de 
estaciones y otras infraestructuras necesarias para prestar el servicio, así como en todo lo relativo a las 
demás condiciones de instalación y funcionamiento.» A su vez, el párrafo segundo del artículo 131 
dice: «La actividad desarrollada por el SPRTN se considera un servicio fundamental para la 
comunidad, mediante el cual se brinda a la sociedad en su conjunto y en todo el territorio, información, 
cultura, educación y entretenimiento, consolidando a la ciudadanía en dichos ámbitos, siendo de 
carácter permanente su rol social, por lo cual debe garantizarse el acceso y la continuidad del mismo.» 
La redacción de este proyecto de ley parece dar por hecho que el Estado difunde mejor información, 
cultura, educación y entretenimiento que los medios privados. ¿De dónde sale esta presunción en la 
que se fundamenta el hecho de que los medios públicos deberían tener prioridad sobre los privados? 
Además, según el proyecto de ley, los medios públicos cumplen un rol social. Entonces, ¿qué quiere 
decir esto? ¿Qué los medios privados cumplen un rol antisocial? ¿Quién se encarga de definir qué es 
un rol social y qué no? Las arbitrariedades y una competencia desleal y despareja pueden ser el 
corolario de estas disposiciones, ya que estos artículos son discriminatorios. 


Finalmente, se dispone que el Directorio del Sistema Público de Radio y Televisión Nacional 
será asesorado por una Comisión Honoraria Asesora que estará integrada por doce miembros 
honorarios distribuidos de la siguiente forma: dos representantes de los trabajadores del sistema 
público de radio y televisión, un representante del Pit-Cnt, un representante de la Universidad de la 
República, dos representantes de la sociedad civil que trabajen en temas vinculados a los cometidos 
de este sistema, un representante no legislador designado por la Asamblea General, un representante 
del INAU, uno de la ANEP, uno de APU, uno de los ciudadanos en su calidad de usuario, quien será 
designado de acuerdo con lo que establezca la reglamentación y un representante del Congreso de 
Intendentes. Aquí el sesgo excluyente e incluyente rompe los ojos por su carácter discriminatorio. Esta 
Comisión Honoraria y Asesora tendría un representante del Pit-Cnt y ninguno de las cámaras 
empresariales; un representante del sindicato de los trabajadores de los medios y ninguno de los 
empresarios; uno de la Universidad de la República y ninguno de las cuatro universidades privadas y 
uno de la Administración Nacional de Educación Pública y ninguno de los colegios privados. Nos 
parece que eso debería ser más amplio. 


En resumen, este no es un proyecto de ley como el de Ecuador, Venezuela y otros. Uruguay 
tiene amplia libertad de expresión y de prensa, y eso es algo que se debe preservar. Está claro que la 
SIP está en contra de los monopolios y de los oligopolios y a favor de que las adjudicaciones a los 
canales de televisión y a las radios que compiten por un espectro limitado de ondas se hagan en forma 
transparente y abierta, tal como se promueve en este proyecto de ley. Sin embargo, tenemos otras 
observaciones que les vamos a dejar a consideración de los señores Senadores. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ABREU.- Damos la bienvenida a nuestros invitados. 


Hay un tema que nos preocupa enormemente, más allá de todas las observaciones que 
tenemos sobre las normas que estamos analizando. Aquí se está manejando el título de la 
autorregulación ética, que es un título neutro que el propio proyecto de ley recoge y que impone el 
deber de ajustarse a códigos públicos de normas éticas y a los principios y derechos que reconoce y 
promueve la propia ley. Quiero saber si con respecto a la regulación ustedes conocen antecedentes 
donde la ética se impone jurídicamente y se controlan en forma los parámetros que establece la propia 
ley. Estamos hablando de un concepto muy amplio -un concepto neutro de autorregulación ética- en el 
sentido de que se regula por una ley y en el de que se impone determinado concepto ético bajo una 
norma. La pregunta concreta es cuál es el impacto o comentario que merece este tipo de aproximación 
a esta definición neutra de lo que es la ética regulada por la ley, cuando es normal que la ética no 
puede ser regulada jurídicamente. 


SEÑOR PAOLILLO.- Creo que eso estaba establecido en el proyecto de ley anterior. En el de la 
Cámara de Representantes existía la necesidad -por lo menos cuando nosotros asistimos a la Cámara 
Baja de que los códigos de ética que se imponían a los medios debían estar de acuerdo con lo que 
dice el proyecto de ley. Esta fue una de las críticas que hicimos porque, justamente, la ética no se 
puede imponer desde el Estado, porque así lo dice también la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y su Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Pero eso fue eliminado y el artículo 
dice: «Artículo 127. (Autorregulación ética o de conducta profesional).- Los titulares de servicios de 
comunicación audiovisual deben regir sus actividades conforme a códigos públicos de normas éticas o 
de conducta profesional, los cuales pueden ser de carácter individual de un titular o de carácter 
colectivo. El contenido de dichos códigos será determinado libremente por cada prestador». Antes 
decía: «de acuerdo con las disposiciones que establece esta ley», pero ahora dice «libremente». Aquí 
lo que hay es una imposición del Estado que obliga a los medios regulados por esta ley a que tengan sí 
o sí códigos de ética públicos, pero luego esa obligación se atenúa con la afirmación de que cada 
medio tendrá plena libertad para hacer su propio código. En los países donde los Estados imponen 
códigos de ética se está violando la libertad de expresión de los medios afectados y de las personas 
que trabajan allí, pues el Estado no puede promover la ética de nadie. Pero insisto en que eso fue 
eliminado de este proyecto de ley; fue una de las críticas que nosotros hicimos, que fue recogida por la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR ABREU.- Precisamente, al haberse eliminado esto no se deja de arrastrar la eliminación de 
algunos aspectos que tienen que ver, por ejemplo, con el concepto de identidad cultural o identidad 
nacional. Si nosotros a través de la legislación también podemos imponer cuál es el concepto de 
identidad nacional o cultural, de alguna manera, estamos estableciendo los parámetros en los cuales el 
Estado interviene hasta desde el punto de vista ético en el relacionamiento de la concepción de la 
propia nacionalidad. Entonces, si bien se puede anular un artículo de esta naturaleza, al quedar 
incluidos en el proyecto de ley los otros, con la vaguedad y discrecionalidad que se establece, es 
evidente que, entre otras cosas, esto apunta a la superabundancia de la protección de derechos que ya 
están establecidos por la propia Constitución de la República. La propia casuística, de carácter 
intervencionista, entrando en la vaguedad de estos conceptos, lo que hace es ingresar en el 
autoritarismo que puede depender de cualquier Gobierno de una unidad reguladora que ya no tiene 
independencia funcional y técnica porque los conceptos han cambiado: ello se hace para que, aun 
teniendo esta eliminación del tema ético, se pueda establecer con una enorme discrecionalidad dónde 
llega y hacia dónde va la identidad cultural o nacional de un país. Entonces, con ese concepto, si hay 
sanciones sobre la forma en que se interpretan o definen -es un concepto de una casuística antojadiza 
y arbitraria sobre lo que este puede ser- al final termina siendo una restricción de la libertad -tal como 
dijeron nuestros invitados- cuando ya está prevista desde nuestro punto de vista en la propia 
Constitución de la República. En ese sentido, nosotros pensamos que hay por lo menos veinte o treinta 
artículos que podrían ser fácilmente eliminados porque la propia Constitución ya establece las 
garantías adecuadas. Desde nuestro punto de vista, se trata de una casuística que es intervencionista 
y, además, arbitraria porque deja en manos del Gobierno de turno la definición de un concepto e, 
incluso, arrastra a interpretaciones éticas sobre cómo uno debe ver el concepto de nacionalidad, de 
ciudadanía o de identidad nacional o cultural. 


Por lo tanto, aunque se eliminara este artículo quedaría arrastrado otro tipo de interpretación 
muy arbitrario y muy discrecional respecto de definiciones que hacen al propio desarrollo natural de 
cualquier persona y a la interpretación de su identidad como integrante de un país o de una nación. Por 
eso acompaño las preocupaciones sobre los dos aspectos de identidad, pero en forma lateral estos 
temas de identidad son prerrogativas de limitaciones éticas. Digo esto porque se va a entender que el 
que comprende que el ser nacional es una cosa o el ser cultural es otra puede ser hasta una 
interpretación antojadiza que limita la libertad de las personas y su propia ética al interpretar las leyes o 
ejercer sus derechos en el ámbito de las normas que se acaban de aprobar. Si bien se elimina alguna, 
se arrastran una cantidad de aspectos y eso me preocupa sobre todo desde el punto de vista del 
Derecho Comparado. Me gustaría saber cómo ve la SIP este tema en relación con las normas vigentes 
en lo que tiene que ver con la identidad cultural y la identidad nacional. Quisiera saber si son reguladas 
o no, más allá de que pueda haber un intervencionismo un poco más profundo respecto de las 
legislaciones del Derecho Comparado. 


SEÑOR ROSADILLA.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a quienes hoy nos acompañan 
trayendo una serie de preocupaciones y agradecerles el trabajo y los aportes que han realizado en esta 
Comisión, que serán analizados por quien habla -supongo que también por los demás integrantes de la 
Comisión- y tenidos en cuenta a la hora del debate. En ese sentido, quiero aclarar que no es esta la 
hora de debatir, ya que convocamos a las personas para que expresen su opinión y luego discutimos 
los asuntos en la Comisión y en el Plenario. 


Simplemente deseo hacer una pregunta que podrán contestar si están en condiciones y 
tienen la voluntad de hacerlo. 


Al final de la intervención dijeron que entendían la racionalidad del criterio de distribución de 
la propaganda gratuita, pero consideraban que no era justo. En primer lugar, quiero saber si creen que 
no es justa la existencia de publicidad gratuita, ya que esa puede ser una opinión muy válida. En 
segundo término, si consideran que lo que no es justo es el criterio de distribución -que es lo que 
entendí yo al principio- quisiera saber si, sobre la base de su experiencia internacional o por sus 
propias ideas, tienen una propuesta de un criterio más justo o diferente al que se establece en el 
proyecto de ley. 


SEÑOR PAOLILLO.- Con respecto a si es justo o injusto que la publicidad electoral sea gratuita, 
entendemos que es un asunto político que debe ser definido por los señores Senadores en función de 
consideraciones políticas que nosotros no estamos en condiciones de hacer. Lo que vemos acá es que 
los minutos de pantalla o de radio que tengan los candidatos van a estar relacionados con los votos 
que haya obtenido su lema en la elección anterior, pero el candidato se está postulando para adelante, 
no hacia atrás. 


Entiendo la racionalidad de la distribución. Se dijo que de alguna manera hay que distribuirlo y 
esto se hará de acuerdo con los votos que se hayan obtenido en la elección anterior. Pero lo que me 
parece que puede llegar a ser injusto es que, como no se está hablando del pasado sino del futuro 
porque el candidato se postula para gobernar en los cinco años siguientes -no se refiere a los cinco 
años pasados- puede darse la injusticia de que haya un partido nuevo, que sea muy popular y se vea 
restringido en materia de publicidad. No sé si la distribución gratuita va a ser la única para la difusión 
en la televisión y las radios. ¿También se va a poder contratar publicidad? 


SEÑOR ROSADILLA.- Por supuesto. 
SEÑOR PAOLILLO.- O sea que este es un mínimo. 
SEÑOR ROSADILLA.- Mi pregunta es si ustedes tienen un criterio más justo para proponer. 


SEÑOR PAOLILLO.- La verdad es que no. Nos parece que mirar para atrás solamente puede llegar a 
ser injusto. Ahora, si me piden una solución, no la tengo; tendría que pensarla. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quería hacer un comentario o reflexión sobre este tema. La cuestión es 
que los partidos políticos van a tener minutos gratuitos en los medios de comunicación. A su vez, la 
pregunta era si se podía contratar publicidad y la respuesta es que sí, pero esta iniciativa acota los 
espacios publicitarios. No puede ser simplemente una tanda. En los tiempos electorales de espacio 
gratuito y espacios contratados se va a cubrir toda la tanda. Creo que la discusión va por otro lado. Es 
un tema de los partidos políticos. En muchos países se prohíbe la propaganda en los medios de 
difusión masivos; en Inglaterra, Alemania y España solamente se puede pasar propaganda en el canal 
oficial. Nosotros hemos presentado un proyecto de ley, pero como estamos en tiempos electorales 
lamentablemente no hemos tenido oportunidad de reflexionar sobre la posibilidad de no gastar mucho 
dinero durante las campañas electorales en los espacios televisivos y radiales. Ese es el punto, y creo 
que esta discusión no podemos tenerla con los invitados, sino que debe darse entre nosotros; el gasto 
de dinero que es necesario para pagar los minutos en televisión es algo que realmente tiene que llevar 
a la reflexión a los partidos políticos a los efectos de determinar si estamos en condiciones de 
afrontarlo. 


SEÑOR PAOLILLO.- Hablando en mi condición personal de periodista y director de un semanario del 
Uruguay, sin comprometer la opinión de la SIP, considero que es justo que haya publicidad gratuita, 
que los canales y las radios tienen que ceder espacios gratuitos. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería dejar una constancia para que lo sepan los invitados y quede para la 
futura interpretación o alcance de la ley si esta iniciativa se aprueba: este tema, en la redacción que 
viene de la Cámara de Representantes, es de una manifiesta inconstitucionalidad en la forma, más allá 
de la discusión acerca del contenido. Existe una clara disposición constitucional que establece que las 
normas de carácter electoral requieren una mayoría de dos tercios, y esta norma no tuvo esa mayoría 
en la Cámara de Representantes. Simplemente se dio por aprobada y válida porque así lo manifestó la 
misma mayoría que aprobó el proyecto de ley, que tampoco era de dos tercios. En consecuencia, 
quería dejar claramente señalado este aspecto para que lo tengan presente los compañeros de la 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Sociedad 
Interamericana de Prensa, SIP. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Sociedad Interamericana de Prensa.) 
(Ingresa a Sala una delegación de Televisión Abierta del Interior.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios de la Cámara de 
Senadores tiene mucho gusto en recibir a una delegación de Televisión Abierta del Interior, quienes han 
sido invitados a hacer comentarios sobre el proyecto de ley de Prestación de servicios de radio, 
televisión y otros servicios de comunicación audiovisual. 


Partimos de la base de que nuestros visitantes ya estuvieron en la Cámara de Representantes 
y conocen las modificaciones que se le realizaron al texto. A su vez, creo que, antes de recibir a cada 
delegación, todos nos tomamos el trabajo de leer la versión taquigráfica de lo que expresaron en su 
comparecencia en la Cámara de Representantes. De manera que, más allá de que son libres de decir 
lo que crean necesario, la idea es ir al foco de los temas más sustanciales, bajo el supuesto de que 
todos hemos leído las ideas generales ya expresadas. 


SEÑORA GELPI.- Mi nombre es Carmen Gelpi y soy la Presidenta de Televisión Abierta del Interior, 
TAI. Nuestra institución fue creada alrededor del año 1975 y está formada por algunos canales abiertos 
independientes del interior, que en su gran mayoría son pymes nacionales, es decir, empresas 
pequeñas. 


Ante todo, quiero agradecer a los señores Senadores por dedicarnos parte de su tiempo y 
presentar a quienes nos acompañan en esta ocasión: la doctora Ana Silva, que es nuestra asesora 
jurídica; el señor Eliseo Roux, de Canal 3 de Paysandú; el señor Ariel Pereira, de Canal 10 de Rivera; 
el señor Ariel Minolli, de Canal 4 de Chuy y el señor Carlos Falco, de Canal 13 de Minas. 


Para esta instancia, en principio, habíamos preparado algunos escritos, pero después 
decidimos plantear directamente lo que nos pasa a los canales del interior. Este proyecto de ley nos 
afecta muchísimo. No quiero ofender a quienes lo redactaron, pero es como si no conocieran la 
realidad de las empresas de televisión abierta del interior. Si llega a aprobarse todo esto, es muy difícil 
que podamos cumplirlo. Hay varios puntos que quisiera detallar, y después me gustaría que cada uno 
de los compañeros que integran la delegación -que saben hablar mejor que yo- expresaran la realidad 
del interior del país. 


Una de las prohibiciones que nos imponen es la de salir en cadena. Para nosotros la red - 
llamémosle red o lo que sea- es muy importante, y luego mis compañeros van a detallar qué significa 
tener a Tinelli o a Avenida Brasil. También vamos a tener dificultades en producir ficción. Para el interior 
del país será muy difícil hacer ficción, ya que es muy complicado realizar programación local -la 
hacemos con muchas dificultades- y contratar productoras independientes. Hay localidades en el 
interior donde no hay, aparte del canal local, quién pueda hacer producciones. Otro de los problemas 
que nos afecta es la restricción del plazo de las licencias. 


Los canales abiertos tenemos como único ingreso la publicidad. Con este proyecto de ley 
veremos limitado de veinte a quince minutos el horario para hacer publicidad. Además, quiero agregar 
que es muyy difícil vender publicidad. 


Con respecto al espacio para campañas de uso del gobierno, creemos que no es necesario 
que se establezca porque los medios del interior hacemos todas las campañas de bien público sin 
ninguna obligación. 


Otra dificultad que observamos tiene que ver con las multas y las sanciones que nos van a 
aplicar si nos portamos mal, porque estos precios no son reales para el interior del país. 


Solicitaría al señor Presidente de la Comisión que le permitiera hacer uso de la palabra al 
señor Ariel Pereira, que es quien más sabe hablar y explicar sobre los resultados. 


SEÑOR PEREIRA.- Mi nombre es Ariel Pereira y represento al Canal 10 de Rivera. 


Los canales del interior estamos pasando un momento muy difícil. Estamos dispuestos a salir 
adelante con la televisión digital, lo que significa montar una nueva empresa con una inversión que 
está en el orden de los US$ 65.000 o US$ 70.000, o más. Esto es algo que se nos hace sumamente 
difícil. El Presidente de la Comisión, que estuvo en el ranchito en el que hacemos las entrevistas o las 
notas, así como los señores Senadores que han visitado aquella zona, saben que en más de cuarenta 
años de vida todavía no hemos podido concretar un estudio acorde con las personalidades que llegan 
a nuestro departamento y que tenemos que entrevistar. Quiere decir que nuestras dificultades son 
serias. 


El sistema con el que estamos trabajando quedará obsoleto dentro de muy pocos años. Es 
decir, necesariamente tenemos que salir con la televisión digital o, inclusive, podemos perder la 
concesión. Nos encontramos abocados a una lucha desesperada para superar esa dificultad. 


Este proyecto de ley nos genera varios problemas. Antes que nada, nos limita el tiempo y el 
espacio de la publicidad, que es de lo que nosotros vivimos exclusivamente. Además, los valores que 
se manejan en el interior son muy bajos. Muchos de nosotros trabajamos con precios de radio, porque 
las empresas no pagan lo que realmente deberían pagar. 


En el caso de mi ciudad, por ejemplo, ustedes podrán llegar y ver un comercio floreciente y 
con un maravilloso sistema de free shop, pero no anuncia ni en radio ni en televisión; es un comercio 
que avisa en el exterior porque sus ventas se hacen a los extranjeros. 


Al limitarnos el tiempo y el espacio nos están generando una situación muy difícil, pues 
tendremos que subir los valores y los clientes se nos van a ir. No creo que se pueda pagar más de lo 


que se está pagando, porque trabajamos con el comercio tradicional. Las grandes empresas anuncian 
en la capital y salen al interior por intermedio de los canales de cable, mientras que nosotros llegamos 
a la población menos pudiente. Quiere decir que realmente somos servidores de lo que este proyecto 
de ley quiere: democratizar y llegar a todos los rincones y a todos los ciudadanos. Somos quienes 
realmente llevamos la voz a esos lugares, porque la clase media, que puede, recurre al cable o a otras 
situaciones aún más caras. 


No tenemos problema en disponer de quince minutos de publicidad gratuita; de hecho, lo 
estamos haciendo naturalmente desde que empezamos nuestra tarea. 


Se habla de la publicidad electoral gratuita. En este tema obtenemos un pequeño recurso 
porque a ustedes los aprovechamos durante todo el tiempo, les abrimos nuestros micrófonos y 
encendemos nuestras cámaras cada vez que llegan a nuestra ciudad -estoy seguro de que en el resto 
de las ciudades del interior tienen la misma receptividad- y la verdad es que, producto de ello, cada 
tanto tiempo recogemos un poquito de ayuda que viene muy bien a nuestras modestas arcas. Además, 
se pone precio al espectro. 


Todos estos son hechos económicos serios para las pequeñas empresas en las que nos 
encontramos. 


El profesional que nos hizo el informe señalaba que algo así como que el Estado se estaba 
apropiando de la inversión efectuada por el titular de la licencia sin establecer ningún tipo de 
contraprestación a cambio. La Constitución dispone una justa y previa compensación. Mantener una 
empresita como la nuestra, con la cantidad de funcionarios que tiene, con los salarios que está 
pagando -que son bastante buenos y los pagamos con gusto porque, en nuestro caso, se trata de 
gente que hace veinte años que trabaja con nosotros- y a lo que se agregan los gastos de energía 
eléctrica y de insumos, nos pesa en el presupuesto. 


Nos encontramos en situaciones verdaderamente difíciles. Confieso -tengo amigos aquí 
que me conocen y saben cómo vivo- que no sé cómo vamos a salir de esta situación pasando, si es 
que podemos, a digital. Por supuesto que tenemos opciones, pero todas escapan a nuestras 
posibilidades. Por ejemplo, los ofrecimientos de Antel son sumamente altos. Quiere decir que en caso 
de optar por el servicio de Antel y prescindir de la compra de un trasmisor, pagar la cuota y a Antel, se 
hará sumamente difícil. Comprendo la situación de los señores Senadores porque en alguna 
oportunidad estuve sentado del otro lado de la mesa y sé lo difícil que es legislar para desiguales. 


Este proyecto de ley -discúlpeseme que diga esto, pero mis 82 años me obligan a decir lo 
que pienso- ha sido pensado para los canales de Montevideo. Lo reitero, este proyecto de ley ha sido 
pensado para los medios capitalinos, para las grandes inversiones, pero no para las modestas 
empresas del interior. Sé que es difícil legislar para desiguales, pero nosotros tenemos la obligación de 
plantear nuestras dificultades y manifestar algunas realidades que no se pueden obviar. Vemos que 
aquí hay un fuerte ataque a los oligopolios, a los monopolios, etcétera y eso está bien, pero en la 
barrida que le hacen a los monopolios y a los oligopolios nos pegan un sacudón de una violencia 
tremenda. 


Hace muchos años, algunas figuras señeras de la televisión nacional como el ingeniero 
Scheck y los señores Raúl Fontaina, Hugo Romay y su hermano, ante las dificultades de los canales 
del interior para obtener programación -la mayoría de ustedes son jóvenes y quizás lo ignoren- nos 
enviaban a través de la empresa ONDA unas cajas enormes que contenían unos gigantescos rollos de 
lata, muy pesados, donde estaba filmada la programación de los canales 4, 10 y 12. La empresa 
ONDA nos llevaba esos rollos en forma gratuita y nosotros pegábamos las películas y luego eso salía 
al aire. Pasaron los años y estos señores buscaron una solución para eso creando la Red Uruguaya de 
Televisión. Después vinieron los cambios tecnológicos, los enlaces vía microondas por Antel y hoy todo 
eso se realiza a través del satélite. 


Este es un golpe muy fuerte para nosotros, porque con ese golpe a los monopolios y los 
oligopolios, también van a barrer con la Red Uruguaya de Televisión, que es la que en estos momentos 


nos permite salir al aire. Actualmente nuestro negocio con la red es el siguiente: ellos ponen la 
programación selectiva de los canales 4, 10 y 12 en el satélite, nosotros la bajamos y le damos dos 
tandas de publicidad de una hora, entonces, pasan dos tandas de la Red y dos nuestras, y con eso 
pagamos la programación. Si nos cortan ese vínculo vamos a tener problemas porque no podemos 
comprar programación. ¿Cómo podemos comprar nosotros los programas que vienen de Argentina, 
México o España? Realmente no tenemos posibilidades económicas de hacerlo; no estamos en 
condiciones económicas como para montar una productora para hacer programas de ficción. Nosotros 
nos manejamos con dos o tres cámaras, un pequeño trasmisor que abarca solo el área de las 
ciudades, una antena de morondanga, y con eso sobrevivimos. Entonces, este proyecto de ley nos 
condena a una situación en la que es muy difícil encontrar una salida. 


A mis 82 años siento una sensación de angustia por haber trabajado durante 45 años y ahora 
encontrarme frente a un callejón sin salida. Posiblemente haya compañeros que puedan resolver de 
otra forma esta situación, pero quiero hacer este planteo porque sé que es la situación de varios 
canales del interior y no solo la nuestra; realmente somos varios los que nos encontramos en esta 
encrucijada. 


Con respecto a la primera parte del proyecto de ley, ¡cómo no vamos a compartir cuidar a los 
niños o proteger al ciudadano! Esas cosas las estamos practicando. El Código de Ética de Antel es 
clarísimo y lo estamos cumpliendo. Detrás de eso está nada menos que la figura de Jiménez de 
Aréchaga. Creo que ninguno de nosotros es capaz de violar una de esas normas de ética que están 
marcadas en ese Código. A través de los años no he leído en la prensa ni he escuchado por parte de la 
opinión pública una sola crítica en esa materia. 


Les pedimos, pues, comprensión, que se pongan la mano en el corazón y vean en qué 
medida este tipo de cosas pueden ser remediadas. Señores: esta es la realidad que estamos viviendo. 


Mis compañeros me encomendaron que expresara estas palabras y lo hago con el mayor 
gusto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ROUX.- Buenas tardes. Mi nombre es Eliseo Roux y vengo en representación de TV Río, 
Canal 3 de Paysandú. 


Voy a tratar de precisar algunos de los temas que ya han sido explicados muy claramente por 
el señor Ariel Pereira; esa es la realidad de los canales del interior. 


Simplemente quiero aclarar algunos aspectos. No todos los canales de televisión abierta del 
interior son también cable operadores. Esa es una distinción que queremos hacer porque muchos 
canales subsisten únicamente debido a ese ingreso, es decir, por la publicidad. 


¿Por qué apunto a esto? Porque esto está relacionado con algo importante, que es el artículo 
50 del proyecto de ley, donde se estipulan las restricciones de la transmisión en cadena o similar. 
Creemos que con esta disposición se perjudica enormemente nuestra forma de funcionamiento, como 
muy bien explicaba el señor Pereira. 


Actualmente transmitimos al aire una programación que en gran parte -yo diría más del 
90%- es en cadena. A esa transmisión que recibimos por satélite la enriquecemos con contenidos 
locales y cada canal, según su criterio, resuelve el tipo de programas que incluirá. 


Nosotros complementamos la mejor programación local con una muy buena programación 
internacional de Telefe, Canal 13, Argentina o de canales brasileros que vienen a través de los canales 
uruguayos y el mejor resumen de los canales nacionales 4, 10 y 12. 


Ahora bien, ¿cuál es la situación? Si no podemos hacer uso de algún tipo de retransmisión, 
toda la programación que actualmente ven los ciudadanos del área metropolitana no podría llegar al 
interior. Lo mejor de Telefe, de América o las novelas brasileras entran al Uruguay por la compra de 
derechos de estos canales y después, por el convenio que tenemos con la red, nosotros los 
retransmitimos. Si no podemos retransmitir esos programas, tendríamos que conseguir otro tipo de 
programación, más allá de la que podamos producir. 


Obviamente, la ecuación económica lleva a que la producción local que podemos hacer sea 
muy escueta, pero además no sería saludable para la población del interior que solo tengan derecho a 
mirar los programas que nosotros producimos. Si no tienen acceso a la televisión por cable -como 
ocurre con el 45% o el 50% de la población- no tienen otra cosa para mirar que los canales de aire y, 
eventualmente, en alguna localidad también el canal estatal. Si no pudiéramos retransmitir esas 
programaciones, estaríamos atados de pies y manos en cuanto a lo que podemos comprar a nivel local 
a otras productoras o en el exterior, más allá de la viabilidad económica; por decirlo de alguna manera, 
la población del interior no podría ver el programa de Tinelli, a no ser que tenga acceso a la televisión 
por cable. Cito esto a modo de ejemplo; puede ser cualquier programa. 


Así, pues, este es un tema que quizás por falta de información o por no saber cómo funciona 
esto se estableció así, pero creemos que podría retocarse o flexibilizarse. Si bien el artículo prevé que 
la Ursec tiene la potestad de hacer alguna excepción, creo que podría dejarse establecida alguna 
medida que prevea las situaciones que estoy mencionando para poder solucionarlo. 


A su vez, ese mismo artículo va a traerles dificultades a las Intendencias porque estas 
pondrán a funcionar sus canales en un sistema de cadena, ya que según tengo entendido, la idea es 
juntarse por regiones. El mencionado artículo impedirá que dicha asociación se lleve a cabo. Por lo 
tanto, creemos que es algo bastante lógico que se podría rever también para el caso del canal de 
televisión nacional. 


A todo lo expuesto hay que agregarle que si a la realidad de los canales -tal como fuera 
trasmitido por el señor Pereira- le sumamos lo que ha venido sucediendo en estos últimos años con los 
Consejos de Salarios y a la ecuación económica se le suman los costos de producción -como en el 
caso de la ficción- se hace imposible cumplir con algo decoroso en los canales del interior; de hecho, 
estaríamos incumpliendo algo que es prácticamente imposible. 


Respecto al funcionamiento de la Red Uruguaya de Televisión -que también fue comentado 
por el señor Pereira, pero simplemente lo menciono a modo de resumen- nuestra relación consiste en 
que esta nos provee de programación a cambio de un espacio publicitario, que es muy accesible para 
nosotros. Esa programación es un resumen o una selección de los mejores programas que tienen los 
canales, en este caso de Montevideo. Nosotros advertimos que el día de mañana puede ser otra 
empresa la que nos provea de dicho contenido -no tiene por qué ser la misma- pero debería tener un 
formato similar que nos permita trasmitir en red. De hecho, tenemos grandes diferencias con la Red 
Uruguaya de Televisión de los canales del interior. Hace un par de años que venimos discutiendo y 
renegociando esos acuerdos y, aunque no estamos llegando a buen puerto, eso no quita que podamos 
tomar una opción que tenga un funcionamiento operativo similar, es decir que sea algún tipo de 
trasmisión en cadena. 


Otro asunto a tener en cuenta es que la televisión del interior tiene una diferencia abismal 
con la televisión de Montevideo, en lo que refiere específicamente a los términos económicos. A modo 
de ejemplo, un segundo en la televisión del interior puede oscilar entre $ 5 y $ 15, mientras que en 
Montevideo tiene un costo por encima de los $ 1000. Digo esto para que tengan una idea del mercado 
publicitario. Esos ingresos en realidad son muy bajos y simplemente nos permiten cubrir la operativa. 


SEÑOR MINOLLI.- Mi nombre es Ariel Minolli y vengo en representación de Canal 4 de Chuy. 
Agradezco que nos hayan recibido. 


En primer lugar, quiero marcar una pequeña diferenciación. Cuando hablamos de los canales 
de Montevideo, nos referimos a aquellos que llegan a cualquier punto del país, ya sea por cable o de 


distintas formas. En mi caso, el Canal 4 de Chuy es un canal local que llega nada más que a diez o 
doce kilómetros de la localidad de Chuy, es decir que abarca un territorio muy pequeño. Esa es la gran 
diferencia que existe entre los canales de alcance nacional y los canales locales, departamentales o de 
ciudad. En el espectro económico esa diferencia es muy grande. 


Nosotros advertimos que este es un proyecto de ley con un buen sentido y compartimos gran 
parte de los puntos, pero, como contrapartida, vemos que se nos anexan una cantidad de costos. Entre 
paréntesis menciono que me vi en la necesidad de contratar a una persona en el Chuy que supiera el 
lenguaje de señas y no pude conseguir a nadie. Reitero que comparto esas pequeñas cosas que los 
señores Senadores consideran que por sensibilidad deben estar contempladas en el proyecto de ley 
pero, ¿cómo hago para llegar a ellas? ¿Cómo hago para hacer una ficción, agregar cosas oO 
incrementar la producción? En este país muchas veces vemos desde Montevideo hacia el interior. Sé 
que los señores Senadores conocen la realidad del interior y la mayoría han visitado nuestros canales, 
pero la realidad a veces es muy distinta, ya sea en ficción, fútbol, básquetbol u otros deportes. En el 
interior nos cuesta mucho hacer cosas. 


Vemos que se establecen una cantidad de aumentos en los costos para nosotros, que 
estamos en una situación por debajo de la línea de equilibrio, y en el reparto de una pauta oficial - 
nosotros recibimos cero pesos- estamos a cero y no vemos que haya ni una sola línea que vaya por 
ese lado. 


Claro que puede haber exigencias y todos queremos mejorar en esos aspectos, pero creo que 
tiene que ser un equilibrio en contrapartida, con accesibilidad. En este momento no llegamos por una 
cantidad de razones. Hablo de la pauta oficial, que es la que pueden encarar por el lado del Poder 
Legislativo, pero directamente no estamos llegando a las grandes empresas. Si vamos a poner un 
ejemplo, como puede ser Tata o los bancos, ya pautan directamente con los canales de Montevideo o 
los nacionales o en otro lado. A nosotros, como locales, para subsistir nos quedan las pequeñas 
empresas locales. Por ese lado es muy difícil. Cualquier exigencia que se nos ponga, va a pegarnos en 
la línea de flotación de nuestra empresa. Como dijo Pereira, son empresas de hace muchos años, en 
las que estamos encarando pasar a la televisión digital y a la alta definición, porque es algo que nos 
gusta. Lo hacemos con orgullo, lo defendemos. Nosotros estamos en una línea en el Chuy, donde 
tratamos de defender lo nacional; además, como rochenses nos gusta defender lo nuestro, como el 
idioma. El problema es que no tenemos armas y con esta situación sentimos que nos caen piedras 
arriba. Vemos que esto no contempla a los pequeños canales del interior. En ningún lado vemos que se 
marque la gran diferencia que existe entre los canales nacionales y nosotros. 


Nosotros y los compañeros hemos defendido la red no porque tengamos ningún interés, sino 
porque es un proveedor que nos facilita las cosas. Quizás es el intermediario más fácil entre nosotros y 
tener que ir a comprarle a Canal 13 el programa de Tinelli o a la Bandeirantes la novela local. Para 
nosotros es un facilitador de la llegada al público. No olvidemos que el cable tiene una penetración 
aproximada del 50 %, lo que significa que un 50 % de los hogares del interior únicamente tienen 
acceso a nuestros canales. En el Chuy existen nuestro canal y el Sodre, que tiene roto el trasmisor 
desde hace tiempo. Nosotros queremos seguir saliendo y hacer más producción local, ¡cómo no vamos 
a querer! ¡Eso nos gusta! ¡Es un orgullo y un gusto para nosotros! Pero es difícil tener esas cosas. La 
torta publicitaria cada vez se nos achica más y el Estado cada vez nos cierra más las puertas. La 
verdad es que cuando vi el proyecto de ley, pensé que también iba a encontrar algo sobre ese punto, 
porque es de donde podemos agarrarnos. Está bien, se establecen exigencias, ¿pero dónde están las 
maduras? Nos hacen falta tiempo, dinero, ingresos y una cantidad de cosas más. Al 50 % del público 
que no tiene cable, llegamos nosotros y para las empresas que miran esto desde Montevideo, es un 
público marginal. Si esas personas no tienen acceso a un cable, que en el interior cuesta $ 500 o $ 
600, ya no tienen dinero para consumir. Desde Montevideo nos dicen: ¿para qué vamos a pautar si 
llegan a esa gente? Lo que veo que está pensado y que todos compartimos es el interés, la forma y lo 
bueno de este proyecto de ley, pero nosotros no nos vemos representados en él. Sinceramente 
ninguno de nosotros representa a uno de los canales de acá. Trabajamos en forma independencia y 
hacemos un esfuerzo; integramos la red porque nos sirve, pero eso no quiere decir que estemos del 
lado de ellos ni nada por el estilo. Nos sirve como un proveedor de contenidos, así como otros tienen 
otro proveedor de contenidos de distinta forma. Pero si yo tengo que salir a contratar contenidos mano 
a mano por cualquier lado, me matan. No puedo hacerlo. Debo tener alguien que me permita tener 
acceso a ese contenido. Capaz que tenemos que hacer una trasmisión en red y de pronto no gusta. No 


es lo ideal, pero no tenemos otra forma de llegar a un contenido potable. De lo contrario, estoy 
limitando a la persona a ver nuestra producción local. Tengo que decirle: «¿no viste a Tinelli?» cuando 
el de al lado lo vio porque tiene cable. ¿No viste Avenida Brasil? ¿No viste otros programas de 
Montevideo? 


Entonces, si no tenemos esa cadena, esa estructura, para nosotros es difícil sostenernos 
como un cable potable. Lo que queremos es mejorar. Si nos sentáramos ante una mesa él y yo a 
conversar todo el día, capaz que hacemos televisión; no sé quién nos va a mirar. 


Vemos muy bueno el espíritu del proyecto de ley y lo compartimos en un 90%, pero no 
creemos que repercuta en algo positivo porque el tema de la pauta publicitaria no se toca y para 
nosotros es inaccesible llegar a esos lugares. Se establece una cantidad de condicionantes y se 
agregan costos, todo lo cual nos dificulta continuar operando normalmente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR FALCO.- Ya nos conocemos porque hemos tenido el privilegio de que todos nos visitaran. 


Creo que está todo dicho; los compañeros han sido muy claros. Entiendo muy bien la 
dificultad del legislador cuando se encuentra con situaciones tan dispares como las que se han 
planteado aquí. Es muy difícil legislar para medios poderosos y para otros no lo son tanto. Sin dudas, 
articular esta iniciativa es muy complejo para los legisladores. De todos modos quiero señalar que a los 
canales de televisión abierta es a los que más nos afecta porque nos condiciona económicamente, 
más allá de los compromisos que nos impone y asumimos. Muchas veces, aunque tengamos la 
voluntad de hacerlo, nos vemos imposibilitados de dar cumplimiento a esas normativas, tales como el 
lenguaje de señas, la limitación de la pauta publicitaria, etcétera. Expresamente, quiero advertir que 
este proyecto de ley -que tiene muchos puntos positivos- no tiene ningún punto de inflexión en lo que 
es la pauta publicitaria oficial. Es nuestro espíritu que el Legislador recoja este planteo en la medida de 
lo posible. Realmente, a todos los operadores del interior nos da hasta verguenza ver la pauta 
publicitaria en un canal de alcance nacional. Entiendo que es diferente la penetración y el alcance, pero 
se podría recoger alguna pequeña pauta para el interior. En este proyecto de ley, insisto, no se incluye 
este punto y pediríamos que, de haber voluntad, se tuviera en cuenta. 


No quiero abundar en el tema porque los compañeros han sido muy claros. 


SEÑOR HEBER.- La reunión de esta tarde es muy importante y el planteo que nos hacen debe 
generar una reflexión en la Comisión. Si bien conocía las dificultades que enfrentan porque, tal como 
señaló el Presidente de la Comisión, hemos seguido la discusión que se dio en la Cámara de 
Representantes, no es lo mismo ver la desesperación de quienes han ayudado a dar difusión 
importante y han apostado para poder sobrevivir y comunicar algo que no va solamente en el tema de 
la viabilidad comercial. Los canales abiertos del interior -fundamentalmente aquellos que llegan a la 
frontera- sostienen culturalmente al país, porque además de toda la competencia a la que ustedes han 
hecho mención, está la que se origina del otro lado de la frontera, que es feroz y que penetra 
naturalmente en nuestro país y llega hasta el centro del Uruguay. 


Personalmente, no había reparado en la dificultad que se va a dar también en la competencia 
local con los canales de cable porque, indudablemente, al no tener acceso a la red, esos canales no 
podrán dar toda la programación que quisieran ni competir en forma directa con los canales de 
Montevideo. Solo había visto dificultades de viabilidad económica, incluso lo que muy bien decía el 
señor Ariel Pereira sobre el doble esfuerzo que están haciendo ya que, por un lado, está el tema de la 
digitalización y, por otro, el hecho de que si ya tenían dificultades, ahora con este proyecto de ley es 
como si le tiraran por encima una piedra. 


Asimismo, creo que hay temas que el proyecto de ley no considera como es el relativo a las 
pautas publicitarias, incluso las estatales. Digo esto porque el Estado, a través de los Consejos de 
Salarios, les dice a los canales del interior que tienen que pagar el mismo laudo que los canales de 
Montevideo, sin tener en cuenta su realidad. Estamos de acuerdo con los Consejos de Salarios y en 


que exista una instancia de negociación, pero siempre y cuando se considere la realidad económica y 
comercial de cada uno de los lugares. Acá se discute el tema al que hacía referencia el señor Ariel 
Pereira cuando decía que a él le gusta pagar bien. Yo pregunto: ¿los canales del interior reciben la 
misma publicidad que los canales oficiales como para pagar los mismos sueldos? Creo que no es 
necesario responder la pregunta. Notoriamente, el proyecto de ley no contempla esa situación. 


Honestamente, no comprendo muy bien por qué el artículo 51 del proyecto de ley -tal vez 
tengamos la oportunidad de recibir nuevamente a representantes del Poder Ejecutivo en la Comisión 
para que nos lo aclaren- está en contra de la retransmisión por señales de radio y televisión a través de 
la famosa red. No lo entiendo; simplemente, se trata de quitarles a los canales del interior el único tiro 
que tienen frente al arsenal que, indudablemente, tiene la competencia local e internacional. 
Francamente, me parece importante y conmovedora la manifestación del señor Ariel Pereira en cuanto 
a que esta situación, después de haber estado 45 años peleando por sobrevivir frente a todos los 
avances tecnológicos, es como morir en la orilla. Conozco la realidad del Canal 10 de Rivera -por la 
amistad que tengo con el señor Ariel Pereira- lo he visitado varias veces -creo que todos hemos estado 
allí- y es notorio el esfuerzo de la actividad empresarial y periodística del interior del país, cosa que, 
naturalmente, debemos tener presente para poder resolver esa situación. Confieso que no sé cómo 
hacerlo; lo vamos a estudiar. 


Más que una pregunta quiero hacer una reflexión. El proyecto de ley establece una serie de 
normativas de contenido cultural nacional que no sé si es factible obtener en el interior. No me refiero a 
las ciudades capitales de los departamentos sino a aquellas ciudades chicas del interior, en las que no 
existe la posibilidad de obtener dicho material cultural como para poder hacer una oferta cultural. ¡Qué 
más se puede llegar a querer -como decía el representante del canal del Chuy- que poder tener cultura 
nacional como para poder ponerla al aire! Quizás primero se tenga que hacer una promoción, porque el 
hecho de que pueda tener un espacio en un canal puede invitar a que mañana exista una actividad 
cultural y no la imposición que provoque la no viabilidad del propio medio de comunicación. 


Simplemente quería hacer una reflexión, porque realmente es preocupante el planteo que 
hace la TAI, que es la Televisión Abierta del Interior. Yo no había reparado en esta situación de 
competencia interna, pero sí en la imposibilidad de dar contenido local y nacional. Sin embargo, creo 
que esta situación tiene que llevar a que esta Comisión pueda modificar algunos artículos y pueda 
tener en cuenta algo que a las claras el proyecto de ley no lo tiene. Creo que ha quedado muy claro 
que es para los medios de prensa televisivos capitalinos y que no toma en cuenta la realidad del 
interior. Pero más que reprocharle a quien redactó el proyecto de ley, me parece que estamos ante la 
instancia de reflexionar para buscar cambios a fin de que se tome en cuenta lo que en principio no se 
visualizó con claridad. No digo esto para pegarle al proyecto de ley, sino para señalar o subrayar los 
problemas que tiene. Es una asignatura pendiente que tenemos, y espero que el señor Presidente -que 
tiene tanta sensibilidad con los temas del interior- se comprometa con ustedes para encontrar una 
solución y que logremos cambiar esa visión capitalina para ponernos en el lugar del interior. Estoy 
seguro de que todos los miembros de la Comisión ayudarán a encontrar los caminos que este proyecto 
de ley no trae. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- En primer lugar, quiero agradecerles que hayan venido a darnos la versión 
de su esfuerzo, pero quiero hablar del reconocimiento que me merecen los canales de televisión 
abierta e independiente. No hablo en mi caso, pero yo acompañaba a quien era mi titular, la fallecida 
Senadora Susana Dalmás, y puedo decir que siempre fuimos muy bien recibidos en esos pequeños 
canales -como ustedes dicen- con elementos muy rudimentarios, pero que llegan a la gente. También 
estuve en lugares apartados del interior profundo, pero cerca de las ciudades, donde el único canal que 
se veía era el de ustedes. Considero que son gente democrática, porque si pedíamos ser recibidos 
eran los primeros en darnos el lugar y el espacio. 


Me imagino que estarán de acuerdo con el tema de los minutos gratuitos para la publicidad 
electoral. La otra situación que quería plantear era que el proyecto de ley toca la red dependiente y 
ustedes pertenecen a ella. Se me ocurre que nosotros no los vamos a dejar en la calle y algo vamos a 
tener, porque la mayoría son pymes y las defendemos porque consideramos que ahí está nuestro 
futuro. 


En realidad, quería aprovechar la oportunidad para agradecer lo bien que nos han tratado las 
veces que los hemos visitado. Además, quiero decirles que en lo posible trataremos de contemplarlos. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero decir algo, muy brevemente, en la misma línea de los señores Senadores 
preopinantes. 


En primer lugar y porque conozco el tema por haberlo vivido, quiero destacar la autoridad, el 
fundamento y el conocimiento de causa con que hablan quienes nos están visitando en esta Comisión 
en el día de hoy. Sin ánimo de no tener reconocimiento para otras personas, quiero mencionar 
apellidos como el de Pereira en Rivera, Gelpi en Salto y Falco en Minas que, a lo largo de los años, 
han cosechado una experiencia muy importante en la materia. Este último caso es el que más 
conozco, ya que si hay un personaje conocido en la ciudad de Minas es el Chiche Falco, que no 
solamente trabaja en televisión sino también en radio. 


Como bien se ha dicho aquí, han luchado contra dificultades e imponderables que pudieron ir 
superando con mucho tesón, dedicación y esfuerzo. Además, hoy, más allá de la situación en la que 
estamos, se están enfrentando a nuevos desafíos porque el avance tecnológico también conspira 
contra la permanencia de los canales de televisión abierta; esa es una realidad y no van a pasar 
muchos años antes de que vengan nuevas tecnologías y sean necesarias inversiones aún superiores a 
las que en el día de hoy se están realizando para poder proveer de servicios de televisión nacional -ese 
es el otro problema que tenemos- a los vecinos de todos los barrios o las zonas a las que llega la 
televisión que ellos representan. 


En segundo término, como muy bien lo señaló el señor Senador Antognazza, no es lo mismo 
un canal de televisión nacional que un canal de televisión abierta del interior. Quienes ejercemos la 
actividad política sabemos que cuando nos enfrentamos a un canal de televisión nacional, si no somos 
suficientemente breves, concisos y concretos, muy probablemente después no haya posibilidades de 
que salga al aire todo el pensamiento que uno quiso expresar. 


Uno va adquiriendo experiencia en esta materia; cuando viene un canal de televisión nacional 
a hacernos una nota, sabiendo el tema, todos nos preparamos para tratar de expresar nuestra opinión 
en treinta o cuarenta segundos. En cambio, cuando vamos a los canales del interior hay tiempo para 
explayarse, se hacen reportajes largos y es un placer para el que ha ido con ese fin, aunque quizás 
para el televidente no sea así y termine usando el control remoto. 


(Hilaridad) 
-Ello dependerá de las virtudes, los aciertos y la simpatía de cada uno. 


Quería expresar esto porque se trata de situaciones totalmente diferentes. Muchas veces los 
técnicos miran la realidad desde el punto de vista de la tecnología pero no desde lo que se vive a diario 
en cada uno de estos departamentos y, en consecuencia, creo que vale la pena hacer este 
señalamiento. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No vamos agregar mucho porque creo que el planteo de nuestros visitantes 
ha sido muy elocuente y más que interesante. Me sumo a los agradecimientos en el sentido de lo bien 
que nos han recibido en cada instancia; así se construye la democracia y, en particular, es cierto que 
aburriremos a los televidentes pero, al menos, en el interior podemos decir lo que queremos sin que 
nos corten. 


No obstante, hay un tema que me interesa aclarar. Coincido en buena medida con lo que se 
dice en cuanto a la publicidad oficial; me parece que es un tema que está pendiente. A su vez, hay 
otros aspectos para analizar en lo que tiene que ver con la forma en que muchas veces las empresas 


del Estado contratan las pautas, pero eso va a ser motivo de una legislación específica o, por lo 
menos, esa siempre fue la idea aunque tal vez se ha demorado demasiado. 


Comparto la preocupación porque es cierto que la publicidad oficial prácticamente no llega o lo 
hace con muchas limitaciones; algún caso hay en ese sentido. 


SEÑOR MINOLLI.- He hablado de mi caso y es cero peso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, analizaremos el tema. 


Creo que no fue cero porque en 2006 hubo algo, pero estoy de acuerdo en que es ínfimo, a 
veces ridículo. Conocemos los presupuestos volcados a la publicidad política en las elecciones y 
sabemos que son bien diferentes, por lo que, sin duda, es un tema para estudiar. 


Agradecemos muchísimo su presencia y les aclaramos que cuando recibimos delegaciones 
la idea es escucharlas y realizar preguntas puntuales, aunque muchas veces derivan en otros 
comentarios. 


SEÑOR GELPI.- Simplemente quiero agregar que ayer se firmó un convenio con Andebu -TAI 
pertenece a esta institución- por el cual todos los partidos políticos van a tener sus espacios. Aparte de 
eso, siempre son bienvenidos en nuestros canales y pueden expresar lo que quieran. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Televisión Abierta del Interior.) 
(Ingresa a Sala el doctor Carlos Delpiazzo.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de comenzar pedimos disculpas al doctor Delpiazzo por el retraso con 
que lo hemos recibido y, como sabemos que tiene experiencia en estas lides parlamentarias, 
simplemente le damos la palabra porque tenemos mucho interés en escuchar su punto de vista. Como 
el doctor Delpiazzo ya fue informado, leímos la exposición que realizó en la Cámara de 
Representantes, por lo que le pedimos que, en lo posible, se focalice en los puntos medulares del 
proyecto de ley. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Agradezco a la Comisión la deferencia de haber alterado el orden en el que 
tenían pensado recibir a las delegaciones para contemplar un compromiso académico que tengo 
dentro de media hora. En estos minutos voy a sintetizar mi enfoque con relación al nuevo proyecto de 
ley. 


Para optimizar el tiempo de los señores Senadores básicamente dividí esta presentación en 
tres aspectos: uno relativo a los antecedentes -que es el más breve- otro sobre valoración de algunas 
de las soluciones y el tercero referido a algunas conclusiones. 


Me interesa referirme al capítulo de los antecedentes no solo por la participación que tuve -y 
los señores Senadores conocen- sino también por razones de honestidad intelectual, en orden a dar 
transparencia a los distintos ámbitos, circunstancias y opiniones que he vertido sobre este proyecto de 
ley. 


Como es notorio, en mayo de 2013 el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento un Mensaje y 
proyecto de ley con 183 artículos. El 21 de agosto de 2013 comparecí invitado por la Comisión de 
Industria, Energía y Minería de la Cámara de Representantes y señalé diez cuestionamientos que me 
parecía que inviabilizaban el proyecto de ley desde el punto de vista jurídico. En síntesis, dije que iba a 
contramano del progreso, que era un proyecto discriminatorio por parcial, técnicamente defectuoso en 
varios aspectos, intervencionista, limitativo de la actividad privada, autoritario, generador de 
responsabilidad estatal con un conjunto de disposiciones inconstitucionales y peligroso para las 
libertades por contrario a la tradición legislativa nacional en materia de radiodifusión. 


El 9 de julio de 2013, a pedido de Andebu, opiné acerca de la calificación de ese proyecto de 
ley a la actividad de radiodifusión como servicio público, en el entendido de que esa calificación jurídica 
implicaba una severa restricción a las libertades, en particular, de expresión y comunicación del 
pensamiento. No abundo en ello porque dicha calificación es uno de los aspectos que afortunadamente 
se eliminaron en la discusión en la Cámara de Representantes. 


En octubre del 2013, el Ministro de Industria, Energía y Minería compareció ante esa Comisión 
de la Cámara de Representantes, anunciando cambios en setenta y cuatro artículos, la eliminación de 
cuatro de ellos y el agregado de otros once, totalizando ochenta y nueve cambios formales. Por lo 
tanto, el proyecto de ley quedó con ciento noventa y tres disposiciones. 


Al mes siguiente, en noviembre del 2013, en la Comisión de Industria, Energía y Minería de la 
Cámara de Representantes se presenta una propuesta de modificaciones por parte de la Bancada de 
Legisladores del Frente Amplio, que cuenta con ciento ochenta y tres artículos, fundamentalmente en 
función de la alteración de la configuración institucional, en atención al año electoral dentro del cual la 
iniciativa sería aprobada. Ese texto, planteado por la Bancada del Frente Amplio en la Cámara de 
Representantes, que recogió muchas de las modificaciones -no todas- propuestas por el Ministro de 
Industria, Energía y Minería, es el proyecto de ley que finalmente se aprobó en ese Cuerpo el 10 de 
diciembre y que ahora ingresa a la consideración del Senado. 


Luego de analizar este proyecto de ley, muy sintéticamente, puedo comprobar que con 
excepción de algunas salvedades que voy a hacer, las observaciones que formulé desde el punto de 
vista jurídico en el mes de agosto del año pasado, se mantienen. El proyecto de ley ha tenido noventa 
y tantas modificaciones que han aludido fundamentalmente a aspectos formales o a cuestiones 
marginales a lo que es el cerno o centro de la ley. En mi opinión, este proyecto de ley es 
marcadamente intervencionista en la actividad de los medios, cualquiera sea la naturaleza de estos y, 
en ese sentido, limitativa de libertades esenciales. 


Por lo pronto, quiero mencionar que en la Cámara de Representantes dije que esta iniciativa 
va a contramano del progreso y no lo hice en tono peyorativo o como título para un artículo 
periodístico, sino teniendo en cuenta que la legislación comparada en el mundo, cuando regula todos 
los temas vinculados a los medios, se preocupa especialmente de lo que tiene que ver con las nuevas 
tecnologías, es decir, el triple o cuádruple play. Sin embargo, este proyecto de ley, en su artículo 1*, 
refiere solo a los medios tradicionales de comunicación y excluye expresamente todo lo que tiene que 
ver con los servicios de comunicación que utilicen como plataforma la red de protocolo Internet, las 
redes y servicios de telecomunicaciones y los servicios de telecomunicaciones y de comercio 
electrónico. Me parece que este es un mal punto de partida. 


En segundo lugar, el proyecto de ley es parcial, no solamente por esta razón de dejar fuera 
las nuevas tecnologías, sino también en lo que efectivamente regula; es un proyecto parcial en el 
sentido de que se aparta del principio de igualdad en más de un sentido. Primero, en lo que refiere a la 
relación entre los operadores actuales y los futuros; segundo, en lo que respecta a los operadores 
públicos y privados; tercero, en relación a los operadores nacionales respecto a los multinacionales y, 
en cuarto lugar, creo que de alguna manera discrimina al Sodre, que es un gran ausente cuando 
debería ser una figura protagónica en la regulación de la materia de la que esta iniciativa se ocupa. No 
puedo abundar en esto, pero me interesa, sobre todo, remarcar cómo a los operadores nacionales se 
les exige en este proyecto una enorme cantidad de requerimientos y a operadores multinacionales 
como, por ejemplo, DirecTV -de ninguna manera tengo algo contra ellos- no tienen este tipo de 
exigencias que de pronto se le establecen a una pequeña radiodifusora del interior. Por eso creo que 
es discriminatorio. 


En tercer término, el proyecto de ley es defectuoso en varios aspectos de técnica jurídica que 
se advierten, por ejemplo, en el artículo 3% que congela un centenar de definiciones. Obsérvese que 
Uruguay es parte de la Unión Internacional de Telecomunicaciones que todos los años en su Asamblea 
anual actualiza su glosario conceptual, justamente, para ponerlo a tono con las nuevas tecnologías y 
los nuevos fenómenos que en esta materia van ocurriendo. Esas normas se incorporan al Derecho 
uruguayo porque nuestro país es parte de ese organismo y, muchas veces, ha ratificado por ley -lo hizo 
tres veces en los últimos años- esos anexos terminológicos. Aquí tenemos un centenar de definiciones 


que no solamente congelan algunos conceptos sino que muchas están mal. Por ejemplo, desde el 
punto de vista del Derecho Administrativo los conceptos de autorización, licencia y concesión, son 
todos definidos como habilitaciones cuando de hecho desde Sayagués Laso para acá, solo la 
autorización es un acto habilitante, la concesión da un derecho al que no lo tiene y el permiso es una 
concesión precaria. Entonces, si yo tuviera que hacer una recomendación diría: «Señores Senadores: 
“Eliminen el artículo 3% porque claramente no solo va contra el progreso, sino que congela la posibilidad 
de avanzar”». 


En la misma línea, y sin ninguna petulancia, yo los invitaría a reflexionar sobre los artículos 14 
a 42. Estos artículos proclaman derechos y, entonces, son como atractivos a la lectura, pero hay que 
tener en cuenta que cuando el Legislador en tantas disposiciones -como son los artículos 14 a 42, - 
regula derechos, en definitiva, lo que está haciendo es limitando el alcance de la norma constitucional. 
Esto es así objetivamente. Los señores Senadores recordarán -los más viejos en el Parlamento 
estarían presentes- cuando se votó la Ley de Amparo y el entonces Senador García Costa en ese 
momento dijo algo que es una gran verdad jurídica: nosotros con la consagración de esta Ley de 
Amparo lo que estamos haciendo es limitando el amparo constitucional. Y efectivamente así fue: el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los Juzgados de Instancia que tenían competencia en 
materia de amparo la dejaron de tener y, en todo caso, la ley tuvo la virtud de posibilitar o favorecer el 
amparo entre los particulares, pero frente al Estado esa ley operó como una limitante. Creo que estos 
artículos operan como una limitante, no agregan nada positivo y, en todo caso, lo que agregan es 
negativo, porque ya está dicho en la Constitución y es mejor que los Jueces, la Administración y los 
intérpretes vean en el caso a caso el alcance de los derechos. 


En cuarto lugar, este es un proyecto marcadamente intervencionista por parte del Estado. 
Fíjense, por ejemplo, que el artículo 69 refiere a la imposición de exclusividad para los usos 
concedidos, vedando las posibilidades complementarias que ofrezcan las nuevas tecnologías para los 
privados, no para Antel. A su vez, el artículo 76 alude a la imposición de contraprestaciones onerosas a 
los particulares, no a los operadores públicos, y además a la imposición de múltiples limitaciones. Este 
apartamiento de la Constitución es también un apartamiento de los tratados de derechos humanos. En 
la Cámara de Diputados se agregó un artículo a este proyecto -que está muy bien- que es el 2*, pero 
después en otras disposiciones como esta se borra con el codo lo que se escribió con la mano. Se 
empieza diciendo que esta ley habrá que interpretarla a la luz de lo que dicen los tratados de 
protección de derechos humanos, que aunque no estuviese escrito -que pedagógicamente puede ser 
útil que lo esté- hay que interpretarla de ese modo, y luego estas normas van expresamente en contra 
de esos derechos humanos. 


En quinto término -esto tiene que ver con lo que acabo de decir- es un proyecto ampliamente 
limitativo de las libertades. Simplemente enumero: artículo 45, sobre limitaciones a la titularidad de 
servicios de radio y televisión abierta; artículo 46, limitaciones a la titularidad de servicios de televisión 
para abonados; artículo 47, limitaciones a la cantidad de suscriptores de servicios de televisión para 
abonados; artículo 49, limitaciones a las posibilidades de contratar; artículo 51, sobre limitaciones a las 
retrasmisiones -esto es la muerte de muchas radios-; artículo 52, limitaciones de contenidos en la 
televisión; artículo 53, limitaciones de contenidos en radio; artículo 82, limitaciones a la venta o cesión 
de espacios; artículo 90, limitación a los negocios de transferencia. A esto se agregan las 
incompatibilidades que prevé el artículo 48 y las prohibiciones que establece el artículo 93. Entonces, 
quienes van a poder ser operadores realmente quedan, por un lado, reducidos a un número muy 
pequeño y, por otro, tienen unas restricciones en el desarrollo de su operativa de enorme significación. 


Y esto obedece a lo que rápidamente señalo como sexto aspecto: este es un proyecto de ley 
marcadamente autoritario. Cuando digo autoritario de ninguna manera lo quiero hacer en el sentido de 
descalificar a ninguno de los que han participado en su redacción sino que me refiero pura y 
exclusivamente a lo que significa el hecho de prever en un proyecto de ley una enorme cantidad de 
prerrogativas públicas que no se compadecen con un número adecuado de garantías de los derechos 
como contrapartida de esas prerrogativas. En esto no tenemos que pensar en términos de 
individualizar sujetos; quiero ser muy claro en esto. No estoy pensando en el actual Ministro -que me 
merece todo el respeto- en los integrantes de la Ursec ni en las autoridades del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, a los cuales agraviaría si calificara de autoritarios. Estoy pensando en un futuro 
gobernante de cualquier partido al cual las múltiples prerrogativas que se atribuyen en este proyecto de 
ley se le suban a la cabeza. Entonces, nos encontramos con expresiones como «lo más eficiente 


posible», «nivel aceptable», «contenidos compatibles», que pueden ser interpretadas de modos muy 
diversos, con un criterio ponderado o no. Y, si ese criterio no es ponderado, caemos en el pecado del 
autoritarismo. Pero caerá en ese momento el gobernante teórico que fuere porque lo habremos 
habilitado legislativamente a través de este instrumento. 


En los artículos 147 a 157 se consagra un régimen de infracciones y sanciones sumamente 
gravoso que también pone de manifiesto el avance del sector público sobre el sector privado. Implica 
una severa restricción en la medida que necesariamente va a aparejar la autocensura, el autocontrol, 
para evitar este tipo de sanciones. 


En el artículo 70 se crea un monopolio -es clarísimo el texto- a favor de Antel y del sistema 
nacional para «brindar acceso a infraestructura de transmisión de radiodifusión». Este monopolio es 
nuevo, en todo caso, una extensión del monopolio de Antel. De acuerdo con el artículo 85, numeral 17), 
de la Constitución de la República, efectivamente compete a la Asamblea General conceder 
monopolios, y lo puede hacer, pero en este caso por mayoría de dos tercios de votos del total de 
componentes de las Cámaras, porque se instituye a favor de entidades estatales en los dos casos. 


Las normas que regulan la publicidad electoral de los artículos 123 a 126 son todas 
inconstitucionales, pues violan abiertamente el artículo 77, numeral 79), de la Carta, que no solamente 
exige mayorías especiales, sino que establece los parámetros para esta regulación. En esto me remito 
a una consulta que el doctor Cassinelli Muñoz años atrás hizo para la Cámara de Senadores, cuando 
en el marco de la ley de partidos políticos se discutió la publicidad electoral, y esos artículos el Senado 
los desglosó; esos mismos artículos son los que ahora se incluyen en este proyecto de ley, pero por 
haber cambiado de proyecto de ley y de legislatura, no cambia su inconstitucionalidad. 


Esta iniciativa, además -es de honestidad intelectual señalarlo a los señores Senadores- va a 
causar reclamaciones de responsabilidad estatal, en buena medida por acto legislativo, porque se van 
a estar violando con su aprobación múltiples derechos adquiridos y porque, más allá de que algunas de 
las normas son claramente inconstitucionales -así lo va a declarar la Corte, si ellas son aprobadas- de 
las que no lo son algunas son tan limitativas de derechos que, seguramente, van a generar demandas 
contra el Estado por daños y perjuicios, por su acto legislativo. 


En orden a la brevedad de mi tiempo y del de los señores Senadores, si no lo toman a mal, les 
voy a dejar un ejemplar de la Revista de Derecho de la Universidad de Montevideo, en la cual publiqué 
un trabajo que, en realidad, es un alegato, que titulé «En defensa de la radiodifusión», que es el 
desarrollo de la exposición que realicé en la Comisión de la Cámara de Diputados, a la cual le agregué 
«Jurisprudencia y doctrina». Hago la referencia ahora y dejo esta Revista a disposición de la Comisión 
porque allí incorporo varias sentencias de la Corte en casos similares a este donde, efectivamente, se 
ha condenado al Estado por su responsabilidad derivada de acto legislativo. 


Ya hice referencia a algunas de las inconstitucionalidades. Simplemente, en orden a 
sintetizar este planteo, quiero decir que muchas de las disposiciones del proyecto tienen 
incompatibilidad con lo previsto en los artículos 7”, 8%, 10, 29, 32, 36 y 72 de la Constitución de la 
República, y no solamente desde un punto de vista general porque, de acuerdo a la Carta Magna, toda 
limitación de derechos fundamentales debe hacerse por ley, pero no por cualquiera, sino por una 
fundamentada en razones de interés general, y en muchas de las disposiciones de esta iniciativa no se 
advierte en dónde está el interés general. El señor Ministro no respondió cuando se le preguntó sobre 
este aspecto y, verdaderamente, ni en el mensaje, ni en el texto, ni en ningún elemento auxiliar de la 
interpretación se advierte el interés general en las limitaciones de derechos que el proyecto contiene. 


Desde un punto de vista más específico, ya hice referencia a los aspectos vinculados a los 
derechos adquiridos y, diría, también al goce en la seguridad que el artículo 7* de la Constitución de la 
República garantiza y determina lo que en la moderna doctrina se ha denominado la confianza legítima 
que todos los particulares tienen frente al Estado, en el sentido de que cuando el Estado opera de 
determinado modo, lo va a seguir haciendo coherentemente y, por lo tanto, cuando uno actúa en 
conformidad con una ley, luego esa situación no va a variar en su contra, lo cual -también lo desarrollo 
en este trabajo- tiene un componente objetivo y uno subjetivo, que en los dos casos generan o pueden 
generar supuestos de responsabilidad. Quizás en materia de inconstitucionalidades, lo que más 


preocupa es el apartamiento del artículo 29 de la Constitución, que dice que es enteramente libre en 
toda materia y por todos los medios. “Enteramente” quiere decir sin ninguna limitación; no es parcial. 
Lo que es entero se opone a lo que está partido. Si esa libertad es enteramente reconocida y 
garantizada por la Constitución, entonces la lógica consecuencia que se deriva de esto es que este 
largo conjunto de limitaciones que este proyecto de ley incorpora son inconstitucionales o generan 
autocensura, que es una de las más graves formas de censura. Además en la medida en que se 
atribuyen a los órganos con competencia en el sector público demasiado amplias prerrogativas, esto 
puede determinar un abuso de control que también sea agresivo de esta disposición, que dice que es 
enteramente libre, en toda materia, por cualquier forma de divulgación, sea un diario, una revista, una 
radio, un canal de televisión abierta o para abonados, o una comunicación a través de Internet o por los 
medios que no se regulan en este proyecto, que son los del futuro. Aquí hay una limitación grosera del 
artículo 29 de la Constitución. 


Finalmente, para redondear esta breve exposición, quisiera insistir en el peligro que tienen 
estas leyes cuando se meten en el campo de las libertades, generando un desequilibrio entre 
prerrogativa pública y garantía particular. Justino Jiménez de Aréchaga, el gran constitucionalista 
uruguayo, fue además, durante su vida profesional, asesor letrado de Andebu, y tiene conferencias y 
exposiciones, aquí y en el exterior del país -alguna está citada en nuestro trabajo- maravillosas en 
materia de libertad en el ámbito de la radiodifusión. Y precisamente en una de ellas comenta la ley de 
1928, que en realidad es la primera ley de radiodifusión entre nosotros. A veces se ha argumentado, a 
favor de esta norma, que viene a sustituir un decreto ley de la dictadura. No es así. Lo que hizo el 
decreto ley de la dictadura fue incorporar una serie de sanciones al régimen que venía de antes, 
régimen que fue siempre motivo de elogio por Justino Jiménez de Aréchaga en todas las 
intervenciones que sobre el tema hizo, señalando siempre las ventajas de la legislación minimalista 
cuando están en juego libertades tan esenciales como aquellas que hacen a la conformación de la 
opinión pública. Esa tradición minimalista evidentemente se rompe, se resquebraja con un proyecto de 
200 artículos, de los cuales uno congela definiciones y 20 no deberían estar porque pretenden 
interpretar la Constitución y eso le corresponde, últimamente, a los jueces, a los aplicadores, etcétera. 
Además, incluye 25 limitaciones a libertades que actualmente tienen los radiodifusores y que van a 
dejar de tener, y crea nuevos monopolios a favor del Estado. Esto implica no solo una limitación, sino 
una eliminación de la libertad en el campo en el cual se establece el monopolio. Todos estos artículos, 
evidentemente, van en contra de esa legislación históricamente minimalista y en ese sentido, con 
Justino Jiménez de Aréchaga, me atrevo a decir que el apartamiento del minimalismo es peligroso, no 
por el hoy -que personalmente no me preocupa y, de repente, a los señores legisladores tampoco- sino 
en términos de futuro, porque una herramienta inapropiada en manos de un inescrupuloso puede 
ocasionar severísimos daños, que en definitiva no solamente van a estar repercutiendo sobre las 
libertades, sino también sobre el peculio estatal, a través de las reclamaciones que se puedan formular 
a su respecto. 


En síntesis, y para terminar, creo que aquí está en juego la calidad del Estado de Derecho. El 
Estado de Derecho no es una categoría meramente formal, sino que se trata de una categoría 
sustancial y valórica. Y creo que ponemos en riesgo su calidad cuando nos introducimos en el campo 
de libertades tan esenciales para la democracia, como la de expresión y comunicación, con 
instrumentos de esta naturaleza. 


Los cambios que se han hecho en la Cámara de Representantes -salvo algunos como el que 
refería expresamente al servicio público que son motivo de reconocimiento y elogio- en general, no 
alteran lo que es el núcleo duro de este proyecto de ley, que son ocho o nueve disposiciones básicas 
que luego se desarrollan en otros artículos, pero todas ellas son severamente limitativas o restrictivas. 
En ese sentido, me parece que desde la perspectiva de la calidad del Estado de Derecho, estas 
apreciaciones conducen a advertir acerca del riesgo inmenso que deriva de la aplicación, en el caso de 
aprobarse, de este tipo de instrumentos. 


Señor Presidente: agradezco la deferencia de haber alterado el orden del Orden del Día, de 
haberme recibido y escuchado y, en la medida de las limitaciones de tiempo de todos, estoy a 
disposición ahora o en cualquier otro momento de esta Comisión o de cualquiera de sus integrantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchísimas gracias por su exposición. La verdad es que, como docente, supo 
ajustarse perfectamente al tiempo que usted mismo había planteado. 


Si ningún señor Senador desea formular alguna pregunta, evaluaremos la posibilidad de 
volver a convocarlo. 


(Se retira de Sala el doctor Delpiazzo.) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Radios del Interior, RAMI.) 


-Damos la bienvenida a los representantes de la Asociación de Radios del Interior -RAMI- 
señores Miguel Ángel Pose y Juan Hebert Brañas. Les agradecemos mucho la deferencia que tuvieron 
con el doctor Carlos Delpiazzo, que tenía premura por retirarse y a quien por ese motivo cedieron su 
lugar. 


Les ofrecemos gustosamente la palabra para escuchar su punto de vista sobre este proyecto 
de ley que estamos tratando. Queremos aclarar que hemos leído la intervención de ustedes en la 
Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, por lo que conocemos sus opiniones sobre el 
proyecto de ley. 


SEÑOR POSE.- Soy Presidente de la Asociación de Radios del Interior -RAMI-. Yo le había dicho al 
Secretario que no iba a hablar, porque a veces los tiempos nos juegan una mala pasada. Tan mala 
pasada nos juegan, que el otro día viajé 600 kilómetros y él 800, y media hora antes, ya estando 
presentes aquí, nos avisaron que no nos iban a atender. Nosotros siempre decimos que somos del 
interior profundo y discriminado; profundo porque estamos en el fondo, y discriminados porque siempre 
tenemos estos problemas. Pero esa es una opinión aparte. 


No voy a entrar en tema; el otro día sí lo hubiera hecho -dejo al Secretario que diga algunas 
cosas- pero sí voy a decir, por ejemplo, que no coincidimos en muchos aspectos con este proyecto de 
ley, y no vamos a coincidir porque es una iniciativa que está pensada desde Montevideo y no desde la 
situación del interior. Más allá de que podamos coincidir en algunos aspectos, mayormente tenemos 
discrepancias. En principio, no concebimos una ley que nos marque condiciones de regulación porque 
sentimos que la democracia, la libertad y la libertad de expresión son valores muy ricos para los 
uruguayos. Á veces se habla de que la paz costó tantas vidas. Sin embargo, la paz no costó tantas 
vidas como la libertad, porque como decía Aristóteles hace 2.500 años, cuando se tiene una iniciativa, 
está bien que se piense en los efectos. Por mi parte, creo que aquí hay una cantidad de cosas en 
cuyos efectos no se pensó y otras que son inconstitucionales desde el punto de vista de quienes nos 
asesoran. Nosotros venimos de la campaña y no venimos a hacer cosas técnicas porque no somos 
técnicos; somos como somos, nomás. Pero sí hay cosas, como la libertad de expresión, que son 
fundamentales. 


Lo que más nos llama la atención es la regulación de muchas cosas sin tener que intervenir, 
por ejemplo, sobre Internet. Claro que si analizamos el proyecto de ley que en México envía el 
Presidente Peña Nieto al Senado -por el cual regula Internet y otros aspectos- seguramente decimos 
que hay cosas que en este proyecto de ley no están. Pero acá la guía de todo esto es Internet. Como 
dijo Sócrates hace veinticinco siglos: “estos muchachos irreverentes”... Claro, estos muchachos 
irreverentes son hoy los que manejan todas las redes sociales, están en plena actividad, tienen 
iniciativa y los que, de alguna forma, han hecho caer cuatro o cinco Gobiernos, el de Yemen, entre 
otros. No voy a llover sobre mojado porque el tema ustedes lo conocen bien. 


Como dije, este proyecto de ley fue hecho pensado en Montevideo y no en el interior. Habría 
que cambiar muchos aspectos. Tenemos algunos apuntes, pero no muchos, porque no hace a la cosa. 


A nuestro juicio, en este tema se debería haber dado intervención a todos aquellos que están 
involucrados con la radio. Al leer las versiones taquigráficas de la Comisión respectiva de la Cámara de 
Representantes había cosas que nos llamaban mucho la atención. Soy muy amigo de Juan da Rosa, 
de Equipos Mori, pero ¿qué sabe de radio si nunca ha trabajado en una ni ha estado en una radio del 
interior? ¿Puede opinar? Él es encuestador. Además, a la Comisión de la Cámara de Representantes 
fue gente que ni siquiera prende una radio; esa gente no puede opinar de radio. Es grosero lo que digo, 


pero es así; a veces hay que tener sentido común. Si estamos hablando de radio llamemos a la gente 
que está en el tema. 


Las radios del interior tienen la particularidad de ser casi empresas familiares. Algo parecido 
está ocurriendo con la TAI, Televisión Abierta del Interior, que me parece que va en vías de 
desaparecer. Pensemos que hoy se puede sacar un canal por Internet. Hubo una persona a la que no 
se le otorgó un canal y lo va a sacar por Internet, lo cual no puede prohibírsele porque no está 
regulado. 


Estamos hablando de cosas muy profundas. Para nosotros no alcanza con decir que 
tenemos democracia y libertad de expresión, como si fuera lo mismo. En dictadura votamos tres veces. 
Quiere decir que la democracia no pasa únicamente por votar, sino por tener libertad de elegir y de 
expresión. Se trata de que cuando yo no quiera escuchar Radio Carve pueda cambiar y sintonizar El 
Espectador. Para nosotros, se trata de un concepto irrenunciable. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BRAÑAS.- Soy el Secretario de RAMI, Asociación de Radios del Interior. 


La aclaración que hacía el señor Presidente de la Comisión hará que obviemos algunos 
detalles, dado que ya han tomado conocimiento de nuestras intervenciones en la Comisión respectiva 
de la Cámara de Representantes. Participé en la CTC, Comisión Técnica Consultiva, de la ley de 
medios, y supongo que también habrán tenido acceso a las actas, donde se reflejan otras cosas, 
algunas de las cuales no están recogidas en el proyecto de ley y otras fueron modificadas 
sustancialmente. 


Obviamente, ustedes conocen bien la iniciativa y queremos hacer unos apuntes cortos -dado 
que saben cuál es nuestra posición- sobre aspectos que puedan parecer menores, pero que en el 
contexto general de la ley que seguramente se aprobará, tienen que ver, sobre todo, con algunas 
situaciones de la radio del interior. Aquí debemos pensar que se está regulando sobre la radiodifusión 
de hoy, pero mañana, así como el sistema de televisión analógico cambiará al digital, seguramente 
también llegaremos a un sistema de radio digital y esta ley no va a servir. Es decir que estamos 
regulando algo que dentro de dos o tres años no va a existir. Debemos ver qué es lo que se está 
regulando y cómo se está haciendo. Es como si este proyecto de ley fuera a regular el sistema de 
televisión analógica, cosa que no tendría sentido. 


En este caso, hay un tema relativo a la garantía de acceso a los medios. Creo que el país 
tuvo una trayectoria en la que los medios les dieron la garantía de acceso a todos los ciudadanos; no 
hubo alternancias en los gobiernos, ya que todos los partidos políticos tuvieron un buen acceso a los 
medios y pudieron llegar al Gobierno. 


Con respecto al tema de los derechos de los usuarios -mencionado en el artículo 12 y en 
algún otro- hoy por hoy hay cuestiones que no se están regulando. A modo de ejemplo, se regula la 
transmisión pero no la recepción. Actualmente, ingresan al país televisores que no están preparados 
para la recepción digital y nadie los controla; ingresan receptores de radio, tanto de AM como de FM, 
que están en la norma europea y nadie los controla, y que solo permiten captar aquellas emisoras que 
coinciden con la frecuencia. Prácticamente, un 20% de los receptores que ingresan al país con la 
modalidad AM están en la norma europea. Esos equipos permiten escuchar dos o tres estaciones de 
radio; el resto quedan fuera de la frecuencia y no pueden escucharse. Reitero que eso no se controla; 
en eso no se defiende al consumidor. Pero lo más grave es que también se autoriza el ingreso de 
receptores que no traen AM. En los autos de alta gama, la mayoría de los receptores no traen AM y a 
ese consumidor no se lo defiende. Habría que defender también la recepción; el órgano de contralor 
debería garantizar la libertad del usuario de que, al momento de venderle un equipo, este tenga 
recepción para las normas que existen en el país. El 50% de los receptores que se venden en el país 
no cuentan con la modalidad AM y ello se debe a que la forma de escuchar radio ha cambiado. Hoy se 
escucha radio a través de los celulares que no traen AM, de equipos MP3, MP4, parlantes acústicos y 
demás que solo traen FM. Eso no se regula, quedando así una banda prácticamente sin regulación y a 


expensas de lo que pueda suceder con la tecnología. ¿Qué hacemos si mañana no llegan más 
receptores de AM? A mi juicio, este proyecto de ley se pierde una buena oportunidad de regular sobre 
ese tema, que es competencia de la Ursec. 


Otro de los temas a que quiero hacer referencia -y que citamos en la Cámara de 
Representantes- es el relativo a la producción nacional. Creo que en el país hay suficientes medios 
como para poder elegir y para que la radio tenga la libertad de hacer -como lo ha hecho hasta hoy y, 
sobre todo, en el interior del país- de todo un poco. Los artistas nacionales tienen una destacada 
participación en todas las radios del interior, al igual que en Montevideo. Creo que es necesario regular 
la cantidad de tiempo que debe insumir una programación nacional, coartando además la libertad de 
algunos medios que tienen un estilo definido en sus programaciones y, en cierta medida, cambian el 
formato de la radio. Digo eso porque en el país no existen todos los estilos musicales como para pasar 
determinada cantidad de tiempo a un solo artista, a efectos de seguir la línea de la radio. 


Creo que hay bastantes medios. Por ejemplo, yo vengo del departamento de Rocha, donde 
tenemos 28 radios para alrededor de 60.000 habitantes, o sea que hay bastantes medios como para 
que la gente pueda elegir y creo que es prácticamente innecesario que haya que regular estas cosas. 


El artículo 98 establece que el servicio de televisión para abonados deberá incluir la señal del 
Sistema Público de Radio y Televisión Nacional así como las radios públicas, pero no las radios 
privadas y creo que aquí se las está discriminando porque las ponemos a todas o no ponemos a 
ninguna. ¿Por qué el operador de cable está obligado a poner el servicio de radiodifusión público y no 
el privado? Creo que se está generando una competencia desleal que no debería existir. 


Creo que debemos corregir el artículo 98 y los dos incisos que siguen. Por eso de la 
accesibilidad y de la defensa del usuario o están las radios públicas y las radios privadas o no está 
ninguna. ¿Por qué el usuario que va a escuchar radio en el cable va a estar obligado a escuchar la 
radio pública y no la privada o la comunitaria? O generalizamos y las ponemos a todas o las quitamos. 


Del tema de los plazos no vamos a hablar. Estuvimos en desacuerdo sobre ellos cuando 
asistimos a la Comisión Técnica Consultiva sobre la Ley de Medios, planteamos lo mismo en la 
Comisión de la Cámara de Representantes y vamos a ratificar nuestra posición ahora. Cambiar los 
lineamientos de juego cuando ya se adjudicó una frecuencia con determinadas características bajo 
ciertas condiciones, genera una situación que roza lo inconstitucional y que, si se aprueba, corre el 
riesgo de que se declare inconstitucional -los juristas lo dirán- sino de que el Estado tenga que resarcir 
por eso. Quienes accedieron a las frecuencias en determinado momento lo hicieron bajo ciertos 
lineamientos, pero los señores Senadores ya tienen información sobre eso y no quiero ahondar al 
respecto. 


Ya hemos hablado sobre la publicidad electoral y no estamos en contra de ella, pero sí 
discrepamos en cómo se está distribuyendo la publicidad pública, sobre todo cuando tanto se criticó 
que tal o cual gobierno tuviera preferencia por entregar la publicidad pública o estatal a determinados 
medios y vemos que nada cambió o que, en algunos casos, empeoró. De alguna manera, el interior 
recibe el 5 %, pero en definitiva solo le llega el 2,5 % porque el resto se lo quedan quienes están en el 
medio distribuyendo la publicidad pública, que es dinero de todos e impuestos que pagamos todos. 
Nosotros somos radios legales y pagamos todos los impuestos, así que creo que tenemos los mismos 
derechos que todos de acceder a esa publicidad pública. 


Además, se manifiestan un montón de situaciones o circunstancias que no son de recibo, 
porque todos sabemos cómo y en qué condiciones se licitan las agencias. En ninguna licitación del 
Estado -de Entes o instituciones públicas- se ha incluido algún artículo por el que se le exija a la 
agencia a tener un plan del interior; eso no está, no existe. Se licita una determinada cantidad de 
dinero y a cierta agencia, pero el plan del interior, como dije, no existe. Es como si el interior no 
existiera porque se regula solamente con eso, es decir, exigiendo solamente que la agencia tenga un 
plan del interior y demuestre cómo va a distribuir la publicidad -que es de todos- en el interior, donde 
vive el 50 % de la población. Quiero resaltar que la mitad de las radios de Montevideo no llegan al 
interior y, además, las que lo hacen, alcanzan el área metropolitana y poco más. 


Además, entendemos que esto de la publicidad electoral no debería incluirse en este tipo de 
iniciativa. En alguna oportunidad estuvimos conversando al respecto y se apuntaba a incluirla en el 
tema de la financiación en la ley de partidos políticos, pero ya hace algunos años que eso quedó por el 
camino. 


En cuanto al tema de la regulación y del papel que va a tener la Ursec se habla poco. Se 
menciona también al nuevo ente de regulación y se marca que determinados aspectos, que son de 
competencia de la Ursec, van a ser regulados por el nuevo organismo, luego de que 
constitucionalmente se establezca su creación. 


Creo que no están bien separadas las competencias de uno y otro organismo. Ya en la 
Comisión respectiva de la Cámara de Representantes las autoridades de la Ursec dejaron en claro 
algunas cosas. Creo que aquí se modificaron algunos aspectos que, en algunos casos mejoró y, en 
otros, empeoró lo concerniente a las competencias, por lo que pienso que también habría que revisar 
esto. 


Otro tema que se incluye es el de las obligaciones en cuanto a los derechos de las personas 
establecidas, los juicios que pueden presentarse, etcétera. Creo que eso ya está en el Código Penal y 
que el país ha tenido, en su jurisprudencia, bastantes ejemplos a este respecto como para incluir el 
tema en este tipo de iniciativa. 


Por último, sé que los tiempos son cortos, por lo que voy a hacer un resumen. 


Quizás quien anda por el interior conozca la situación de sus pequeñas radios porque, a 
veces, nos guiamos por lo que pasa en Montevideo, en el área metropolitana o en las ciudades a las 
que llegamos. Pero también hay que llegar a ciudades como Tomás Gomensoro, Baltasar Brum, 
Vichadero o Tranqueras. Hay que ver lo que son esos medios, que cumplen una labor social y están 
vinculados a la entidad de cada localidad. Realmente, estamos hablando de medios familiares que 
viven al borde de la quiebra, tratando de sobrevivir de alguna forma, vendiendo la poca publicidad que 
les queda de la que mal venden las radios ilegales o comunitarias. No les llega un aviso oficial porque 
estos se destinan a algunas radios de localidades del interior que son «cabezas» de departamento y, 
en este tema, el interior profundo no existe. En algunos lugares hay situaciones muy graves donde la 
gente necesita tener otro trabajo. Conozco, por ejemplo, a un radiodifusor que se fue a trabajar de 
tractorista y dejó a un muchacho para que le cuidara la radio porque no la podía financiar; estamos 
hablando de trabajar de tractorista en una ciudad donde hay dos mil habitantes. 


Creo que se tuvo en cuenta todo lo que es la zona capital y metropolitana y no lo que es el 
interior profundo, donde de alguna manera se ha invertido en equipos para trasmitir y no es poca la 
plata que se necesita para armar una estación con los requerimientos que exige la Ursec y, en cierta 
medida, diez años no son suficientes para recuperar esa inversión. 


La situación que se está viviendo genera una falta de interés y ello se ve claramente en la 
prestación de servicios de comunicación. Hubo un llamado para 23 frecuencias de televisión abierta en 
el interior y solo se presentaron cuatro interesados, y seguramente sucederá lo mismo con las radios 
de gran porte o de determinada potencia, sobre todo teniendo en cuenta el plazo de diez años que se 
quiere establecer. La inversión no compensa los gastos y esto empeora con la competencia existente. 
En el departamento de Rocha hay 28 radios para alrededor de 60.000 habitantes. 


A lo expresado, quiero agregar que, desde nuestro punto de vista, el establecimiento de 
plazos viola la libertad de expresión. ¿En qué sentido digo esto? En la Comisión de la Cámara de 
Representantes, que los señores Senadores leyeron, señalé que, en cierta forma, la renovación o no 
de permisos esté relacionado con las faltas graves y muy graves, y ello hace que el radiodifusor tenga 
otros cuidados. Hay que tener en cuenta que este es un proyecto de ley que está sin blindaje; los 
permisos se van a renovar de acuerdo con el humor del Presidente de turno. Las leyes son buenas 
cuando se pueden aplicar en todos los Gobiernos, y ese no es el caso de esta iniciativa, porque el 
órgano de contralor que establecerá las faltas no va a ofrecer garantías al radiodifusor. Así, si un 
Presidente u otra persona no están de acuerdo con la línea de una radio van a buscar las faltas para 


no renovar el permiso cuando se venza el plazo. Si analizamos fríamente esto, vemos que este 
proyecto de ley no cuenta con un blindaje que evite que un Presidente al que no le gusta una radio 
busque alguna falta para que esta quede afuera y ese es uno de los grandes problemas. 


Por otra parte, voy a mencionar algunas cifras sobre radios del interior y gente ocupada, para 
que los señores Senadores se ilustren sobre cuál es la realidad. Aclaro que es un tema que manejo 
porque integro el Consejo de Salarios y estamos en la discusión de cuánto podemos o no pagar. En 
2011 había 212 radios comerciales y 18 radios comunitarias, 230 radios en total, y 1.866 funcionarios, y 
cerramos 2013 con 238 radios comerciales y 57 comunitarias, con 1.457 empleados. Quiere decir que 
en tres años hubo un 22 % menos de empleados y un 36 % más de radios; esa es la triste realidad del 
interior. Todo esto ocurre vendiendo publicidad al mismo o a la mitad de precio de lo que se vendía en 
la crisis de 2002, porque quienes instalan una radio comunitaria o comercial de pequeño porte, venden 
publicidad a precios irrisorios. Estas radios a veces tienen solo una computadora, no tienen que aportar 
al BPS y no pagan luz comercial. La modalidad de FM permite llegar bien a toda la ciudad con poca 
potencia, mientras que nosotros debemos cumplir con la reglamentación de los permisos que tenemos 
adjudicados y con las potencias establecidas. 


Entonces, la situación de los plazos coarta la libertad de expresión pero, además, genera 
inestabilidad laboral. Cuando transcurra el tiempo y hayamos funcionado con este nuevo régimen de 
permisos a término por siete u ocho años, nos encontraremos con la situación de que quizás un 
empleado que ha trabajado para nosotros por muchos años se irá, ya que en la misma ciudad o en otra 
cercana podrá haber otra radio que le ofrezca otra expectativa de trabajo, quizás de siete u ocho años, 
porque se la entregaron antes o regularizó más tarde. Entonces, al radiodifusor que le queden dos o 
tres años de permiso y está a la espera de que se lo renueven, se quedará sin ese empleado que ve 
que en otro medio su expectativa de trabajo es de mayor cantidad de años. La gente de radio en el 
interior realmente tiene un cariño por ella y hace un gran esfuerzo para trabajar en ella, puesto que no 
es uno de los medios mejor pagos. Además, conservarla implica una lucha diaria para conseguir la 
publicidad que les permita mantenerla. 


Por otro lado, se desmotiva la inversión, porque quién va a invertir cuando quizás le queden 
dos años al frente de una radio. Si se rompe un micrófono, se sigue trabajando con uno menos y si se 
rompió el transmisor se sale con la potencia que hay, porque quizás dentro de dos años no se sabe 
qué va a pasar. ¿Se van a generar más programas para dar otros servicios? No. Seguramente quienes 
estén al frente de las radios intentarán recoger la mayor cantidad de dinero posible porque dentro de 
dos años no saben si las van a tener. Quizás, hasta tengan que rematar o regalar los equipos al otro 
oferente que pueda ganar la licitación, en el caso de que no se les adjudique la frecuencia 
nuevamente. Esa es la situación del interior que, evidentemente, es muy distinta a la de la capital. 
Pensamos que este proyecto de ley debería contemplar la historia de la radiodifusión en el interior, 
porque es muy rica y vale la pena seguirla. 


Muchas veces se han hecho cuestionamientos y se ha dicho que las radios se han entregado 
a dedo. A nosotros esto no nos consta, pero quizás a alguno de ustedes sí. Sabemos que hay mucha 
gente que compró los medios, pero hay otros que licitaron -a algunos de ellos los conozco- y ganaron 
la licitación sin tener un caudillo político. En algunos casos, fueron los únicos que se presentaron en un 
llamado. 


Nos parece que también habría que revisar el tema de la sucesión. El señor Presidente de la 
Comisión ha estado en el Ministerio de Industria, Energía y Minería, por lo que conoce la realidad en el 
sentido de que en el país ha habido una tradición de que dentro de ciertos lineamientos -que creo se 
han cumplido- se hacen las transferencias en los casos de herencia. Puede suceder que una persona 
tenga una radio y durante dos o tres años invierta en ella para renovarla y armar una estructura en el 
interior y si tiene la fatalidad de fallecer, sus familiares quedan al descubierto en el sentido de continuar 
con esta actividad o no. Creo que también habría que revisar este tema y que no debería variar mucho 
la situación actual o, al menos, deberíamos respetar el plazo. 


De esta forma, me parece que les he dado una idea de cuál es la situación del interior. Lo 
cierto es que durante nuestra anterior presidencia en RAMI lo recorrimos de punta a punta y 
conocemos profundamente su realidad. Es importante tener en cuenta que el 80% de las radios del 


interior están en ciudades de menos de diez mil habitantes y ese es un número que hay que tener en 
cuenta a la hora de pensar en para quién estamos legislando. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presentación de nuestros invitados y les 
comunicamos que en el día de hoy también recibimos a la TAI, quienes realizaron algunos planteos 
bastante similares en ciertos aspectos. Nuestra intención es escuchar a todos e intentar analizar 
eventuales soluciones o cambios que correspondan. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 10 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


